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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Dictámenes correspondientes a la Duodécima Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

10 de abril del año 2017
Lectura de Dictámenes de Reforma Constitucional: 

A.- Segunda lectura, discusión y en su caso aprobación de un Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia  y de Salud, Medido Ambiente, Recursos Naturales y Agua, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con la finalidad de establecer como derecho el acceso al agua potable y saneamiento.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa de Decreto que reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, con relación a la prisión preventiva oficiosa.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Seguridad Pública, con relación a una Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante la cual se crea la policía metropolitana.

C.- Dictamen presentado por la Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda, relativo a la Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez.
D.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Cuatro Ciénegas, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $364,000.00 (Trescientos Sesenta y Cuatro Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

E.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Sacramento, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $283,000.00 (Doscientos Ochenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, mediante el cual solicita la celebración de un Contrato de Proyecto de Prestación de Servicios entre el “Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza” y la “Empresa NL TECHNOLOGIES S.A. DE C.V.”, para la renovación del sistema de alumbrado público municipal por equipos con tecnología LED, por una vigencia de hasta 20 años.

G.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie total de 234.36 M2., ubicado en el fraccionamiento “Fidel Velázquez” de esa ciudad, a favor de la C. Hilda Yolanda López Mandujano, con objeto de que sea compensada por justicia social por la pérdida de su patrimonio y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, el cual fue desincorporado con Decreto número 605 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 13 de diciembre de 2016.

H.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por la Secretaria del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie total de 1,064.00 M2., ubicado en el fraccionamiento “Lomas del Refugio” de esta ciudad, a favor de la “Parroquia de Nuestra Señora de Atocha en Saltillo, Coahuila A.R.”, con objeto de que se lleve a cabo la construcción del templo, el cual fue desincorporado con Decreto número 142 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 15 de septiembre de 2015.

I.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 2,560.00 M2., ubicada en la colonia Evaristo Pérez Arreola de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel preescolar,  el cual fue desincorporado con Decreto número 439 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 27 de mayo de 2016.

J.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 4,717.50 M2., ubicado en el fraccionamiento “Unidad Habitacional Magisterio Sección 38” de esa ciudad, a favor de la Asociación Religiosa “La Parroquia de San José Obrero en Torreón A.R.”, con objeto que se lleven a cabo la construcción de un templo religioso.

K.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas,  con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 800.00 M2., ubicado en el “Parque Industrial Oriente” de esa ciudad, a favor de la Asociación Civil “PROJULAB Promoción y Justicia Laboral A.C.”, con objeto que se lleve a cabo la construcción de las instalaciones adecuadas que brinden un espacio físico de integración a la sociedad y con esto se cumpla con su objeto social de dicha asociación.

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 del mes de abril del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 100, 116  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El acceso al agua potable y al saneamiento son esenciales para llevar una vida digna y de respeto por los derechos humanos. Sin embargo, actualmente millones de personas en el mundo siguen sin disfrutar de estos derechos fundamentales. 

Los derechos al agua y al saneamiento implican que estos servicios estén disponibles y sean accesibles, seguros, aceptables y asequibles para todos, sin discriminación. 

Estos elementos están claramente relacionados entre sí, pues si bien es posible, en teoría, garantizar el acceso al agua, la realidad es que si este servicio resulta demasiado costoso no todas las personas podrán acceder a este servicio. 

Es en este contexto, el reconocimiento del agua potable y el saneamiento como derechos humanos fundamentales adquiere una relevancia de primer orden; ya que los procesos de reforma del marco jurídico de los recursos hídricos debe ir dirigido a la mejoría en la calidad de vida de la población, a la satisfacción de sus necesidades fundamentales, la protección y conservación de los ciclos eco sistémicos que garanticen la continuidad del recurso; y luego a resolver los requerimientos de los otros usos del agua.

En el año 2010 la Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU), emitió una resolución reconociendo explícitamente estos derechos, lo que constituye un hecho histórico, al incorporarse estos al sistema internacional y constituirse en principios universales del derecho.

Por su parte en nuestro País, en el mes de abril del año 2012, se dio una reforma al artículo cuarto de la Constitución Política, elevándose a rango constitucional el derecho de todos los mexicanos de tener acceso al agua y al saneamiento.

El día de hoy subo a esta tribuna, para proponer una reforma a la Constitución Política del Estado, con el fin de que se garantice a toda persona que habite suelo coahuilense el acceso al agua y al saneamiento.

Mediante esta reforma, al igual que lo estipulado en la constitución nacional, se garantiza que toda la población tenga acceso al agua y al saneamiento, sin que esto sea motivo de privatización sino que por el contrario buscando siempre el mejor aprovechamiento de este recurso, con la participación de la sociedad en la planeación, gestión y control del vital líquido.

De igual forma, con el derecho al agua establecido en nuestra Constitución Local, se prevé que el abastecimiento sea suficiente, adecuado y de calidad, conforme las necesidades básicas de cada persona para consumo humano y de uso personal, además de ser accesible en su costo para cualquier persona.

Cabe hacer mención que, recientemente otras entidades federativas como Michoacán, cuentan con proyectos de reforma a su constitución con el fin de homologar a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el derecho de acceso al agua y el saneamiento.

Los derechos al agua y al saneamiento requieren además una atención explícita a las personas más desfavorecidas y marginadas, así como un énfasis en la participación, la responsabilidad y la transparencia.

Así mismo les comento, que conforme a datos proporcionados en días pasados por un estudio de percepción realizado por el Programa de Manejo, Uso y Reúso del Agua (Pumagua) de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) para la Comisión Nacional del Agua (Conagua), se establece que en México, sólo 14 por ciento de la población tiene servicio de agua potable de calidad las 24 horas del día durante todo el año, mientras 48 por ciento de la población no la recibe ni siquiera una vez al día, de ahí la importancia de presentar esta iniciativa el día de hoy.

Si bien es cierto, nuestra Constitución Local, señala al inicio de su artículo séptimo, que dentro del territorio del Estado, toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos tanto en esta Constitución como en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, podría entenderse como reiterativo el incluir de manera particular en nuestra constitución como derecho humano el acceso al agua y al saneamiento, pero un servidor considera que no está demás dejar plasmado este derecho fundamental, ya que los últimos foros internacionales en materia de agua, señalan que una de las grandes deficiencias de los gobiernos es que no garantizan a sus ciudadanos el acceso al agua y al saneamiento, situación que debe quedar plenamente plasmada en sus legislaciones para proteger al individuo de ahí que presentemos el día de hoy esta iniciativa.

Por otro lado, no considero que esté de más el plasmar este derecho fundamental, ya que si observamos el artículo séptimo de nuestra constitución, contiene otros derechos como el de la protección a los datos personales o en materia de personas desaparecidas, que también se contemplan en la legislación federal.

Compañeras y compañeros diputados, en días pasados se conmemoró el día mundial del agua, que mejor fecha para que en nuestra constitución local quede plasmado como derecho humano el acceso al agua potable y el saneamiento en favor de todos los que habitan suelo coahuilense.

TERCERO.- Los integrantes de estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, reconocemos el acceso al agua potable y saneamiento como componente esencial del disfrute de todos los derechos humanos.

Así consideramos que el derecho humano al agua potable y saneamiento se deriva del derecho a un nivel de vida adecuado y está indisolublemente asociado al derecho al más alto nivel posible de salud física y mental, así como al derecho a la vida y la dignidad humana, por lo cual es importante que dentro de nuestros ordenamientos legales, se considere este derecho fundamental.

No es inoportuno señalar que la presente iniciativa de reforma, toma en consideración importantes instrumentos internacionales signados y ratificados por México que regulan el tema, como lo son la Convención sobre los Derechos del Niño; la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer; la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Observación general Nº 15 sobre el derecho al agua, del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas; las directrices para la realización del derecho al agua potable y al saneamiento de la Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, de las Naciones Unidas; el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD); el mandato del “Experto independiente sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos relacionadas con el acceso al agua potable y el saneamiento” para esclarecer el alcance y el contenido de esas obligaciones del Consejo de Derechos Humanos, entre otros.

En este orden de ideas es preciso señalar que el objetivo de Desarrollo del Milenio numero 7 exhorta a reducir  a la mitad la proporción de personas que carece de un acceso sostenible al agua potable y a servicios de saneamiento, mientras que los objetivos de Desarrollo Sostenible del Milenio compuesto por 17 objetivos y 169 metas que marcan la nueva agenda internacional contemplan en su objetivo 6 el de garantizar la disponibilidad y el saneamiento para todos.

Asimismo, varias constituciones nacionales protegen el derecho al agua o enuncian la responsabilidad general de los Estados de asegurar a todas las personas el acceso a agua potable y servicios de saneamiento, tal es el caso de nuestra Constitución General que como bien sabemos, en el año 2012  fue reformada para  elevar a rango constitucional el derecho de todos los mexicanos de tener acceso al agua y al saneamiento.

Ante este contexto, es que estas comisiones unidas tenemos la firme convicción, al igual que el ponente de la presente Iniciativa, que es  oportuno y de gran importancia, plasmar en nuestra Constitución local, ese derecho tan fundamental, para así poder garantizar a los coahuilenses el acceso al agua y al saneamiento.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se adiciona un sexto párrafo, recorriéndose los ulteriores, al artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 7º. …

…

…

…

…

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de los municipios, así como de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.

…

…

…

…

…

…

…

…

T R A N S I T O R I O .

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza (Coordinador),  Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Buarciaga (Secretaria), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, Dip. Lariza Montiel Luís, Dip. Ana Isabel Durán Piña.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de septiembre de 2016.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN,  PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




COMISION DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.JAVIER DE JESUS RODRIGUEZ MENDOZA

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. LILIA ISABEL GUTIERREZ BURCIAGA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LARIZA MONTIEL LUIS


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. ANA ISABEL DURAÑ PIÑA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a Iniciativa de decreto que reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 del mes de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa de decreto que reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de decreto que reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  
E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En relación a la Salud, Seguridad, Procuración y Administración de Justicia respecto al tema de prisión preventiva oficiosa, el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su parte conducente a la prisión preventiva oficiosa, señala:

 “El Ministerio Publico solo podrá solicitar el juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad; también cuando el imputado este siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenara la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud.”

En ese sentido, el legislador federal hizo uso de tal facultad mediante la expedición del artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales al determinar lo siguiente: 

“…Se consideran delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, los previstos en el Código Penal Federal de la manera siguiente:
I.     Homicidio doloso previsto en los artículos 302 en relación al 307, 313, 315, 315 Bis, 320 y 323;

II.    Genocidio, previsto en el artículo 149 Bis;

III.    Violación prevista en los artículos 265, 266 y 266 Bis;

IV.   Traición a la patria, previsto en los artículos 123, 124, 125 y 126;

V.    Espionaje, previsto en los artículos 127 y 128;

VI.   Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139 Ter y terrorismo internacional previsto en los artículos 148 Bis al 148 Quáter;

VII.  Sabotaje, previsto en el artículo 140, párrafo primero;

VIII.  Los previstos en los artículos 142, párrafo segundo y 145;

IX.   Corrupción de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 201; Pornografía de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 202; Turismo sexual en contra de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en los artículos 203 y 203 Bis; Lenocinio de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 204 y Pederastia, previsto en el artículo 209 Bis;

X.    Tráfico de menores, previsto en el artículo 366 Ter;

XI.   Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, parte primera del párrafo tercero.

El juez no impondrá la prisión preventiva oficiosa y la sustituirá por otra medida cautelar, únicamente cuando lo solicite el Ministerio Público por no resultar proporcional para garantizar la comparecencia del imputado en el proceso, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima y de los testigos o de la comunidad. Dicha solicitud deberá contar con la autorización del titular de la Procuraduría o el funcionario que en él delegue esa facultad.”

Como se podrá advertir el legislador federal al ampliar el catálogo de delitos graves de prisión preventiva oficiosa, tomó en consideración algunos supuestos establecidos en el Código Penal Federal, dejando la posibilidad a las entidades federativas para que sean éstos los cuales se encarguen de tomar en consideración los supuestos de prisión preventiva oficiosa, esto a partir del uso del derecho sustantivo de los estados y con las facultades que establece el principio de soberanía constitucional que al efecto gozan cada una de estas entidades.

Al respecto, la Constitución Federal establece la posibilidad de ampliar el catálogo de supuestos de prisión preventiva oficiosa y al referirse a “delitos graves que determine la ley, en materia de seguridad nacional, libre desarrollo de la personalidad y la salud”. Lo cierto es, que atendiendo al principio de soberanía, nuestra legislación al igual que el Código Penal Federal, tiene la función de la protección de bienes jurídicos y por lo tanto también la facultad para expedir sus propias reglas en la materia.

De lo anterior se desprenden las facultades para que sean las entidades federativas las cuales puedan establecer los otros supuestos de “delitos graves de prisión preventiva oficiosa”, esto si tomamos en consideración que nuestra legislación estatal tiene dentro de los bienes jurídicos que protege en su Libro Segundo, Apartado Segundo, Titulo Sexto, Capitulo Primero, la protección del bien jurídico “Delitos contra el Desarrollo de la Personalidad”, de igual forma en el Apartado Cuarto, Titulo Primero, donde se establece la protección al bien jurídico como son los “Delitos contra la Vida y la Salud Personal”.

Por otra parte, se advierte que a partir de las reformas a la Ley General de Salud de 2009, el legislador federal estableció la concurrencia entre la federación y las entidades federativas en los delitos contra la salud establecidos en los artículos 473 al 482 y demás relativos de la legislación mencionada, precisando que las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades federativas, únicamente conocerán y resolverán de los delitos y ejecutarán las sanciones y medidas de seguridad, cuando los narcóticos objeto de los mismos se encuentren previstos en la tabla contenida en el artículo 479 del ordenamiento en cita, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de la droga prevista en dicha tabla y no existan elementos suficientes para presumir delincuencia organizada. 

Por lo tanto, el Estado al realizar la labor de seguridad pública bajo las modalidades de prevención, investigación y persecución de delitos, también tutela otros bienes jurídicos, entre los cuales destaca la salud pública.

Para el efecto, se debe tomar en consideración que los Estados tienen como fin ulterior el bien común de la sociedad, de ahí que sea esta facultad la que pudiera quebrantar con el derecho de libertad personal, el cual se encuentra reconocido tanto en la Constitución Federal como en los Convenios y Tratados Internacionales suscritos por nuestro país, de aquí que sea necesario analizar lo señalado por la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 7, que a la letra señala: 

“Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá  estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.” 

De lo antes expuesto, en términos de lo establecido en el artículo 7.1, de la citada Convención, se establece que toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad personal, de lo cual se advierte que la libertad es la capacidad de hacer y no hacer lo “lícitamente” lo permitido.

En este orden de ideas el artículo 7.2 de la mencionada Convención señala, que las constituciones pueden fijar las causas en que sea procedente la privación de la libertad y esta sea “lícita”, de esto se advierte que la Convención, establece que el Estado debe de poner los limites bajo la legislación interna que afecta al derecho de la libertad, cuando permite que se prive o se restrinja de la libertad al gobernado, es decir, se hace mediante el derecho a la seguridad y su contexto son las garantías previstas a fin de evitar privaciones ilegales o arbitrarias de la libertad, lo anterior da la posibilidad a los Estados de dictar normas que contemplen supuestos de privación de la libertad, dichas normas deben de contener parámetros que precisen las causas y condiciones en las cuales la privación pueda ordenarse.

Por tanto, la privación o restricción de la libertad, puede autorizarse únicamente a través de una ley, para ello, las leyes deben señalar los casos en que la libertad es admisible y las condiciones de su adopción, en consecuencia, la ley debe practicar los supuestos en que debe adoptarse esta medida y los requisitos formales y procedimentales para sus efectos.

Esto es, como un principio de tipicidad que obliga a los Estados a definir y establecer las causas o condiciones para la privación o restricción de la libertad de los gobernados.

Aunado a lo anterior, algunas sentencias de la CIDH han sostenido que el requisito de legalidad de la privación o restricción de la libertad comprende el de tipicidad que debe satisfacer el correspondiente precepto, en tal sentido, en el Caso Alvarez Chaparrro vs Ecuador, se ha señalado que:

“La reserva de ley debe de ir forzosamente acompañada del principio de tipicidad, que obliga a los estados, tan concreta y como sea posible y de antemano, las causas y condiciones de la privación de la libertad física.”

Por ello, la Corte entiende que la tipicidad es una condición indispensable para que pueda señalar los casos en que se pueda privar de la libertad más allá del ámbito de la previsión de las conductas delictivas y de las respectivas sanciones.  

Consecuentemente las causas de la prisión preventiva oficiosa, deben ser establecidas por la ley para que se cumplan con los requisitos que para el efecto establece el artículo 7.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos.

Por los argumentos anteriores es que se considera conveniente la reforma de los artículos 9, 113 fracción III incisos 9 y 15 y 415 fracción I del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, los cuales se proponen adicionar en la forma que a continuación se describe:

Se reforma el artículo 9 relativo al principio de proporcionalidad en la prisión preventiva oficiosa, la individualización de la pena y medidas de seguridad, a fin de incluir que se imponga una medida cautelar de prisión preventiva oficiosa, tomando en consideración los argumentos que justifique el ministerio público y que solo por delito grave habrá lugar a la prisión preventiva oficiosa, considerándose como delitos graves que ameritan prisión preventiva oficiosa los supuestos establecidos en el artículo 113 fracción III del Código Penal.

Asimismo, se reforman los incisos 9 y 15 de la fracción III del artículo 113 con el propósito de establecer como supuestos en los cuales no procede la condena condicional el robo en su modalidad agravante por cometerse en local destinado a la industria, comercio, almacén o bodega en horas de la noche previsto en el artículo 414 fracción III; robo con violencia física, moral o psicológica señalada en la fracción I, robo cometido a vivienda, aposento o cuarto que esté habitado o destinado a la habitación previsto en la fracción II, robo que haya recaído en vehículo automotor señalado en la fracción VI, robo con intervención de un miembro de seguridad pública o privada contemplado en la fracción IX y robo sirviéndose de un menor previsto en la fracción X todos del artículo 415, ya sean consumados o en grado de tentativa, según lo prevén los artículos 52 y 53 del Código Penal del Estado. Así como los delitos contra la salud en su modalidad de narcomenudeo por comercio, suministro y posesión con estos fines, previstos en los artículos 475 y 476 de la Ley General de Salud. 
Además, se modifica la fracción I del artículo 415 relativo a las modalidades especialmente agravantes del robo, para incluir cuando se cometa empleando violencia física, moral o psicológica en las personas; o cuando se hayan empleado armas o utilizado cualquier instrumento u objeto con apariencia, forma o configuración de éstas; o cuando una vez consumado se utilice alguno de estos medios para conservar la cosa robada, procurar la fuga o lograr la impunidad del hecho.

Lo anterior, con el objeto de disminuir los índices de criminalidad que se presentan en el Estado, particularmente en cada una de sus regiones, referentes a los ilícitos de robo por cometerse en local destinado a la industria, comercio, almacén o bodega en horas de la noche, narcomenudeo y sus correlaciones con diversos delitos como el robo en las que destacan: con violencia, en casa-habitación, de vehículo, cometidos por servidores públicos y empleados de seguridad privada, así como sirviéndose de menores, aunado de su repercusión en homicidios derivados de la correlación con los delitos contra la salud.

En razón a que derivado de la aplicación del sistema de justicia vigente, actualmente los responsables de dichas conducta ilícitas se encuentran en libertad o fácilmente pueden acceder a ella, repercutiendo desde luego en la reincidencia de los ilícitos, impactando en la seguridad pública y procuración y administración de justicia.

TERCERO.- Los integrantes de esta comisión dictaminadora estimamos indispensable llevar a cabo acciones legislativas que coadyuven a fortalecer la prevención, investigación y persecución de los delitos y la administración de justicia, así como a disminuir los índices de criminalidad, ello siempre con estricto apego al respeto y garantía de los derechos humanos.

En este sentido, consideramos que la prisión preventiva oficiosa es una medida cautelar mediante la cual se garantiza, como lo establece nuestra Constitución General, la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad.

A razón de lo anterior, y en el ejercicio de nuestra libertad configurativa, es que encontramos oportuno,  ampliar los supuestos en los que pueda aplicarse esta medida a fin de eficientar la investigación y persecución de los delitos que tienen por objeto tutelar bienes jurídicos distintos a los señalados en el artículo 19 de la Constitución General y 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, como es el caso de los” Delitos contra el Desarrollo de la Personalidad” y los “Delitos contra la Vida y la Salud Personal”, ello tomando en consideración los estándares internacionales de los derechos humanos.

Por otro lado, los integrantes de esta Comisión concordamos en que, dadas las cifras que se han presentado con respecto al delito de robo en distintas regiones del Estado, resulta indispensable tomar las medidas legislativas adecuadas con el propósito de  solucionar esta situación. 

Así, estamos de acuerdo con lo previsto en la iniciativa objeto del presente dictamen, en cuanto hace a establecer entre los supuestos en los cuales no procede la condena condicional los siguientes: el robo en su modalidad agravante por cometerse en local destinado a la industria, comercio, almacén o bodega en horas de la noche; robo con violencia física, moral o psicológica, robo cometido a vivienda, aposento o cuarto que esté habitado o destinado a la habitación, robo que haya recaído en vehículo automotor, robo con intervención de un miembro de seguridad pública o privada y robo sirviéndose de un menor, ya sean consumados o en grado de tentativa. Así como los delitos contra la salud en su modalidad de narcomenudeo por comercio, suministro y posesión con estos fines, previstos en los artículos 475 y 476 de la Ley General de Salud. 
En este mismo contexto quienes dictaminamos, consideramos que incluir entre las modalidades especialmente agravantes del robo, el que se cometa empleando violencia física, moral o psicológica en las personas; o cuando se hayan empleado armas o utilizado cualquier instrumento u objeto con apariencia, forma o configuración de éstas; o cuando una vez consumado se utilice alguno de estos medios para conservar la cosa robada, procurar la fuga o lograr la impunidad del hecho, abonará a disminuir la reincidencia de estos ilícitos.

Por las consideraciones que anteceden y seguros de que ello eficentará la  procuración y administración de justicia, se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 9, los incisos 9 y 15 de la fracción III del artículo 113 y la fracción I del artículo 415 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 9 (Principio de proporcionalidad en la prisión preventiva oficiosa, la individualización de la pena y medidas de seguridad) 

Para que se imponga una medida cautelar de prisión preventiva oficiosa, se tomarán en consideración los argumentos que justifique el ministerio público. Solo por delito grave habrá lugar a la prisión preventiva oficiosa.

Se consideran como delitos graves que ameritan prisión preventiva oficiosa los supuestos establecidos en el artículo 113 fracción III de este código.

La medida de la pena de prisión que se imponga estará en relación con la gravedad concreta de la conducta del sujeto en el hecho delictuoso que cometió o en el que participó culpablemente, según las circunstancias que concurrieron al mismo, sin perjuicio de disminuirle la pena impuesta por compensación parcial de su culpabilidad o del daño, y en su caso, de sustituirla, suspenderla o reducirla, con las condiciones que establezca la ley, para cumplir con los fines del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La aplicación, duración y modalidades de la suspensión de derechos, solo se justificará en la medida que la conducta realizada por la que se condenó, merezca de manera proporcional la afectación de los derechos de que se trate. 

También se regirán por el principio de proporcionalidad y sus subprincipios, la aplicación y duración de las medidas de seguridad complementarias a los sustitutivos penales que se fijen con motivo de la condena condicional o de la privación o suspensión de derechos, así como cuando se cambien o modifiquen dichos sustitutivos, o bien se modifiquen, sustituyan, reduzcan o cancelen las medidas de seguridad durante el tiempo de la condena condicional, al igual que se regirán por aquel principio las demás penas y sanciones que se impongan por el delito cometido, o por responsabilidad de personas morales, según sea el caso.

Artículo 113. ...

...
I. y II. ...
III. ... 

1) a 8) ... 

9) Robo en su modalidad agravante por cometerse en local destinado a la industria, comercio, almacén o bodega en horas de la noche previsto en el artículo 414 fracción III; robo con violencia física, moral o psicológica señalada en la fracción I, robo cometido a vivienda, aposento o cuarto que esté habitado o destinado a la habitación previsto en la fracción II, robo que haya recaído en vehículo automotor señalado en la fracción VI, robo con intervención de un miembro de seguridad pública o privada contemplado en la fracción IX y robo sirviéndose de un menor previsto en la fracción X todos del artículo 415, ya sean consumados o en grado de tentativa, según lo prevén los artículos 52 y 53 de este código.

10) a 14) ... 

15) Los delitos contra la salud en su modalidad de narcomenudeo por comercio, suministro y posesión con estos fines, previstos en los artículos 475 y 476 de la Ley General de Salud. 

16) ...

IV. a VII. ...

...

...

ARTÍCULO 415. ...
I. VIOLENCIA EN LAS PERSONAS. Se cometa empleando violencia física, moral o psicológica en las personas; o cuando se hayan empleado armas o utilizado cualquier instrumento u objeto con apariencia, forma o configuración de éstas; o cuando una vez consumado se utilice alguno de estos medios para conservar la cosa robada, procurar la fuga o lograr la impunidad del hecho.

II. a X. ...

T R A N S I T O R I O

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Claudia Maribel González Espinoza, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 07 de abril de 2017.
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DICTAMEN de la Comisión de Seguridad Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 del mes de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Seguridad Pública, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión Seguridad Pública, la Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 106, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La tranquilidad en la vida cotidiana de los habitantes del Estado de Coahuila de Zaragoza, es desde el inicio de la presente administración un compromiso por el que se trabaja día con día.

En este sentido y percibiendo el desgaste en el entramado social generado por la inseguridad sufrida tanto por nuestro Estado como por la mayor parte de la nación, se estableció como eje rector del Plan Estatal de Desarrollo “Un nuevo pacto social”, con la finalidad de establecer objetivos y estrategias que permitiesen al gobierno escuchar el mandato de la sociedad para asumir la responsabilidad que le corresponde en la construcción de una sociedad mejor, una sociedad en la que se logre la máxima aspiración comunitaria de vivir en paz, logrando que se respete plenamente el derecho humano a la vida, a no ser perturbados y que cualquier miembro de las familias coahuilenses, sobre todo mujeres, niños y adultos mayores, puedan salir a las calles de nuestras poblaciones sin temor a ningún riesgo de violencia.

Con base en ello y con el propósito de preservar la seguridad de los coahuilenses, se han implementado diversas acciones y políticas públicas sustentadas en el objetivo establecido en el Plan Estatal de Desarrollo, de salvaguardar los derechos de las personas, su integridad física y patrimonial, así como preservar el ejercicio de las libertades, el orden y la paz social, dentro de un marco de respeto a los derechos humanos, entre  estas acciones, el Ejecutivo del Estado presentó una iniciativa de nueva Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual  fue aprobada por el Congreso y publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el nueve de marzo de dos mil dieciséis, en ella entre otras cosas, se creó la Fuerza Coahuila como corporación policial del Gobierno del Estado a cargo de la Comisión Estatal de Seguridad.

Otras acciones relevantes ha sido la celebración de convenios de colaboración con los municipios de las diversas regiones del Estado, con objeto de establecer bases para la coordinación regional en materia de seguridad pública, que permitan combatir los delitos de alto impacto y la delincuencia organizada, los cuales han producido resultados notorios en la recuperación de la tranquilidad de las familias coahuilenses. En este sentido destaca la firma del “Convenio de Coordinación y Colaboración para la creación de la Fuerza Metropolitana de la Laguna”, el cual tuvo por objeto establecer mecanismos de coordinación y colaboración entre el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Estado de Durango y el Gobierno Federal, para realizar acciones encaminadas a apoyar la estructura de seguridad pública en esa región, que funcione bajo la coordinación del Mando Especial de la Laguna, a fin de que coadyuven en los esfuerzos de los tres órdenes de Gobierno en la reducción de los índices delictivos y garantizar el desarrollo económico y social de la región, para subsanar la debilidad institucional que provoca el límite territorial interestatal en el combate a la delincuencia, mediante un operativo conjunto, obteniendo excelentes resultados. 

La presente iniciativa propone la institucionalización de los grupos policiales para las zonas metropolitanas en el Estado, en atención al crecimiento de las ciudades y su fusión con otros municipios bajo una sola mancha urbana debido a su situación geográfica, generando una complejidad especial para la prestación de diversos servicios públicos, de los cuales no queda exenta la seguridad pública.

Por tal motivo y con vista en las acciones conjuntas del Estado y los municipios, derivado de los diversos convenios de colaboración celebrados entre ellos e inclusive, con la federación y otras entidades federativas –caso de Durango–; se propone en el artículo 76 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, incorporar los grupos especializados para la atención de las zonas metropolitanas en el Estado, los cuales estarán conformados por integrantes de Fuerza Coahuila, y cuando así se convenga con elementos de las Policías Preventivas Municipales de los ayuntamientos integrantes de las respectivas zonas metropolitanas, además podrán ser fortalecidos en su integración, mando y demás elementos necesarios para su operación con los convenios de colaboración que se celebren conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la propia Ley del Sistema de Seguridad Pública estatal, el cual expresa en su párrafo tercero:

“Asimismo, los municipios, el Estado y la Federación podrán celebrar convenios o acuerdos específicos para la realización conjunta de operaciones policiales de combate a la delincuencia, estableciendo la autoridad que ejercerá el mando.”

Además, la presente iniciativa en congruencia con la reforma propuesta para la Ley del Sistema de Seguridad Pública estatal, propone adicionar un segundo párrafo al artículo 61 de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de que exista armonía en ambos ordenamientos.
TERCERO.- Las áreas metropolitanas son ciudades cuyo tejido urbano rebasa sus límites político-administrativos originales. En ellas se llevan a cabo simultáneamente distintas funciones urbanas como lo son las productivas, comerciales, habitacionales, culturales, recreativas y turísticas, por mencionar algunas.

El espacio metropolitano no es homogéneo desde el punto de vista físico o social, sino que se percibe como altamente complejo y diversificado

En nuestro país, más de 70% de la población vive en zonas urbanas, si bien es cierto el crecimiento de las ciudades se tradujo en mejores oportunidades de empleo, de educación y de vida, también lo es que la rapidez y falta de planificación en el mismo, ha provocado que las zonas metropolitanas enfrenten problemáticas específicas relacionadas con la contaminación del medio ambiente, escasez de agua, falta de transporte urbano adecuado y congestionamiento vehicular, y por su puesto de inseguridad. Esto último, de acuerdo a una encuesta del Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de Diputados, realizada en el año 2014 constituye la principal preocupación de los ciudadanos que habitan en zonas metropolitanas.

Ante este panorama, quienes aquí dictaminamos estimamos oportuna la modificación legislativa mediante la que se propone la creación de instituciones e instancias de colaboración tendientes a solucionar este tipo de problemáticas como es el caso concreto de la policía metropolitana, lo que sin duda alguna coadyuvará a preservar la seguridad de los coahuilenses y por consiguiente mejorará  la movilidad en estas zonas, a la promoción de la economía y regeneración del tejido social.
Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se modifica: el inciso c en la fracción I del artículo 76; se adiciona: el inciso d en la fracción I del artículo 76, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 76. …
…

I.
…

a) y b)…

c)
Los grupos especializados de policía metropolitana que se conformarán con elementos de Fuerza Coahuila y cuando así se convenga con los ayuntamientos respectivos, con integrantes de las Policías Preventivas Municipales.

La competencia, funciones, integración, mando y demás elementos necesarios para la operación de las policías metropolitanas, se establecerán en el acuerdo que emita el Ejecutivo del Estado, en esta ley, en la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad Pública, en convenios de colaboración que se celebren observando lo dispuesto en el artículo 9 de esta ley y demás disposiciones aplicables.

d)
Las Policías Preventivas Municipales con competencia en las circunscripciones territoriales que les correspondan.

II.
…

…

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona: un segundo párrafo al artículo 61, de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

Artículo 61. …

En las zonas metropolitanas del Estado, se debe crear un grupo de policía metropolitana de Fuerza Coahuila, cuya competencia, funciones, integración, mando y demás elementos necesarios para su operación se establecerán en el acuerdo que emita el Ejecutivo del Estado, en la Ley del Sistema, en esta Ley, en las demás disposiciones aplicables y convenios de colaboración que se celebren observando lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley del Sistema.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Seguridad Pública de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Shamir Fernández Hernández (Coordinador), Dip. Jesús de León Tello (Secretario), Dip. Graciela Trueba Carrillo, Dip. María del Socorro Lózano Dávila, Dip. Verónica Martínez García. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 07 de abril de 2017.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 10 del mes de agosto del 2016, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda, la Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez.  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 91, 92, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa en la siguiente:  

E  X  P  O  S  I  C  I  Ó  N   D  E   M  O  T  I  V  O  S

TERCERO.  Atendiendo a la necesidad de crear una política de recaudación en el Estado, que reconozca los derechos de los contribuyentes y que garantice el respeto al  principio de legalidad, el Congreso del Estado tuvo a bien aprobar la Ley para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno Estado número 53 de fecha el 26 de junio de 2012.

En dicha norma Jurídica se creó el Consejo para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente, al cual se le encomendó dar certeza de que la política recaudatoria implementada por la autoridad fiscal, se ajustara de manera irrestricta a la ley, otorgando facultades a este organismo para representar al contribuyente ante la autoridad competente, promoviendo en su nombre los recursos procedentes, así como conocer e investigar las quejas de los contribuyentes afectados por las autoridades tributarias, impulsando la actividad recaudatoria mediante una actuación de respeto y equidad para con los contribuyentes.

La encomienda de representar a los contribuyentes otorgada al Consejo para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente, ha sido llevada a cabo por este organismo, conforme a la ley ya mencionada, sin embargo al ser un organismo pionero a nivel estatal en el país, se han presentado nuevas necesidades de fondo y de forma que requieren atención, siendo imprescindible reestructurar  el marco normativo en su totalidad, por lo que se crea una nueva ley,  con la finalidad de lograr el respeto a la legalidad que esta nueva política de recaudación está buscando. 

Cabe destacar que el Plan Estatal de Desarrollo 2011- 2017 contempla diversas estrategias tendientes a garantizar el manejo responsable de las finanzas públicas, que permitan instrumentar políticas orientadas a fortalecer la capacidad recaudatoria del Estado, por lo cual esta nueva ley busca reestructurar el multicitado organismo de manera que logre aminorar la brecha entre la autoridad fiscal y el contribuyente, por medio de una atención cercana y la instrumentación de procedimientos que garanticen el apego a la legalidad por parte de la autoridad y el conocimiento de la norma en cuanto al contribuyente se refiere.

Por lo anterior, este nuevo ordenamiento busca que a través de una restructuración integral, el existente Consejo para la Promoción y Protección de los Derechos del Contribuyente, mejore su funcionamiento y operación, para que pueda ejercer eficientemente sus facultades, y así logre ventajas prácticas convirtiéndose en un organismo más funcional, en razón de ello se da paso a lo que de ahora en adelante se conocerá como Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente
Además, esta iniciativa amplía a detalle los servicios que presta la Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente, así como los procesos y procedimientos que deberá realizar para prestar cada uno de ellos, logrando crear un órgano más abierto y transparente para los ciudadanos.

Dentro de las innovaciones de esta ley se encuentran las siguientes: 

· Lo que antes se conocía como el Consejo ahora se convierte en la Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente, la cual está integrada por el defensor y dos consejeros así como el resto del personal administrativo que de ella dependa, este órgano desconcentrado ahora llevará a cabo la representación del contribuyente ante la autoridad correspondiente, entre otras facultades antes conferidas al Consejo.
· Esta nueva Defensoría tiene un órgano de gobierno interno que se le conoce como Consejo, el cual estará integrado por dos consejeros y el defensor, y es quien tomará las decisiones de manera colegiada que afecten la organización y funcionamiento de la Defensoría.
· Así mismo esta reforma pretende ampliar el ámbito de actuación o competencia de la Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente (DEPRODECO), permitiéndole no solo actuar frente a autoridades fiscales, sino también ante todas aquellas autoridades estatales y municipales, que recauden contribuciones, productos o aprovechamientos en términos de la Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza y la demás legislación fiscal del Estado.

· Se le otorga a la Defensoría la facultad de convenir con las distintas dependencias del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, y en especial la facultad textual de firmar convenios de coordinación con la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (PRODECON) a nivel federal. Con esto, se logrará que este organismo federal preste un mejor servicio, más cercano a los contribuyentes del Estado de Coahuila, toda vez que la DEPRODECO podrá recibir y remitir las quejas y casos de violaciones a los derechos de los contribuyentes, en las regiones del Estado en donde la PRODECON  no tenga presencia, ya que ésta únicamente tiene oficinas en la ciudad de Torreón. 

Así mismo en dichos convenios se podrá pactar la inclusión o invitación a los talleres, cursos o cualquier otra actividad ofrecidos por la PRODECON, con el objeto de que la Defensoría sea un organismo en constante capacitación mas actualizado y sensibilizado para la debida atención al contribuyente.

· La facultad para convenir con la PRODECON también complementará la reforma realizada a los artículos 62 A al 62 F del Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, de fecha 22 de diciembre de 2015, en la cual se estableció la figura de Acuerdos Conclusivos, la cual consiste en que el contribuyente puede solicitar la intervención de la Defensoría en las visitas domiciliarias o revisiones que la autoridad fiscal realice, con el objeto de que se lleve a cabo apegada a derecho y obteniendo una eficaz recaudación.

· Por otro lado, se abre la posibilidad de que la DEPRODECO firme convenios de colaboración con autoridades federales, en materia de impuestos federales coordinados, lo anterior debido a que la autoridad fiscal estatal lleva a cabo los diversos procedimientos para su recaudación, por tal motivo las autoridades estatales también pueden incurrir en alguna violación a los derechos del contribuyente.

Las innovaciones planteadas en esta nueva ley cumplen con la política de apego a la legalidad que rige al Plan Estatal de Desarrollo 2011- 2017, estableciendo en beneficio de los contribuyentes un organismo que podrá velar por sus derechos y por el respeto a la ley en todos los procedimientos recaudatorios, no solo en materia de pago de contribuciones sino también aquellos relativos al pago de productos o aprovechamientos, así como en los casos en que una solicitud realizada no se resuelva en el tiempo establecido en la ley o la resolución de la autoridad no esté apegada a derecho, en todos estos supuestos este organismo proporcionará mecanismos de defensa más cercanos al contribuyente que no impliquen tiempos o gastos innecesarios.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que se ha cubierto los requisitos y documentación, las Comisiones de Finanzas y de Hacienda, someten a su consideración, para su discusión y, en su caso aprobación el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY PARA LA PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO.-  Se crea la Ley para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente del Estado de Coahuila de Zaragoza.

LEY PARA LA PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS DEL 

CONTRIBUYENTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.  La presente ley es de orden público, interés general y de aplicación en todo el territorio del Estado de Coahuila de Zaragoza; tiene por objeto proteger y promover los derechos de los contribuyentes frente a las autoridades estatales y municipales, así como vigilar la implementación de una adecuada política de recaudación tributaria y no tributaria en el Estado, brindando protección a los contribuyentes.

Artículo 2. Para efecto de lo dispuesto en esta ley se entiende por:

l. Autoridades: Aquellas a las que las disposiciones legales aplicables al asunto de que se trate les otorguen este carácter, así como las entidades estatales y municipales que tengan a su cargo la recaudación o los procedimientos administrativos para que el contribuyente cumpla con sus contribuciones,  productos o aprovechamientos. 

II. Código Fiscal: El Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

III. Consejo. El Consejo para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

IV. Contribuyente: Las personas físicas y morales que residen en el Estado o que realicen los actos o actividades que los ordenamientos fiscales gravan, y que están obligadas a contribuir para el gasto público del Estado conforme a las leyes fiscales respectivas.

V. Defensor: El Defensor de los Derechos del Contribuyente. 

VI. Defensoría: La Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

VII. Estado: El Estado de Coahuila de Zaragoza. 

VIII. Obligaciones: Las contribuciones, aprovechamientos y productos. 

IX. Reglamento Interior: El Reglamento Interior de la Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 3. Para efectos de esta ley, se considera legislación fiscal del Estado de Coahuila de Zaragoza:

I.
El Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza; 

II.
La Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza;

III.
El Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza;

IV.
Ley de Coordinación Fiscal del Estado de Coahuila; 

V.
Ley de Ingresos del Estado.

VI.
Presupuesto de Egresos del Estado.

VII.
Las que organicen los servicios administrativos para la recaudación, distribución y control de los ingresos y egresos del Estado; y

VIII.
Las demás leyes que tengan ese carácter.

Artículo 4. Para el debido cumplimiento del objeto de esta ley, serán aplicables los reglamentos que deriven de las leyes establecidas en el artículo anterior, así como los convenios de coordinación que celebre el Estado con la Federación o con los municipios; la legislación federal o municipal aplicable de conformidad con lo que establezcan los propios convenios; así como las leyes que regulen la organización y funcionamiento de las dependencias y organismos relacionados con la presente ley.

CAPÍTULO II

DE LOS DERECHOS DE LOS CONTRIBUYENTES

Artículo 5. Son derechos de los contribuyentes los siguientes: 
l. Ser informado y asistido por las autoridades en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y no tributarias, así como del contenido y alcance de las mismas.

II. Obtener, en su beneficio, las devoluciones de las contribuciones, productos y aprovechamientos que procedan en términos de las leyes fiscales aplicables.

III. Conocer el estado de tramitación de los procedimientos en los que sea parte.

IV. Conocer la identidad de las autoridades bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos en los que tengan condición de interesados.

V. Obtener certificación y copia de las declaraciones presentadas por el contribuyente, previo el pago de los derechos que, en su caso, establezca la ley correspondiente.

VI. No aportar los documentos que ya se encuentran en poder de la autoridad que esté actuando. 

VIl. A la reserva de los datos, informes o antecedentes que, de los contribuyentes y terceros con ellos relacionados, en los términos de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

VIII. Ser tratado con el debido respeto y consideración por los servidores públicos. 

IX. Que las actuaciones de las autoridades, que requieran su intervención, se lleven a cabo en la forma que resulte menos onerosa.

X. Formular alegatos, presentar y ofrecer como pruebas documentos conforme a las disposiciones fiscales aplicables, incluso el expediente administrativo del cual emane el acto impugnado, que serán tomados en cuenta por los órganos competentes al redactar la correspondiente resolución administrativa.
XI. Ser informado, al inicio de las facultades de comprobación de las autoridades fiscales, sobre sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones y a que éstas se desarrollen en los plazos previstos en las leyes fiscales.

XII. A corregir su situación fiscal con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación que lleven a cabo las autoridades fiscales.
XIII. Las demás previstas en esta ley, el Código Fiscal y demás disposiciones aplicables.

Se tendrá por informado al contribuyente sobre sus derechos a que se refiere la fracción XI, cuando se le entregue la carta de los derechos del contribuyente y así se asiente en la actuación que corresponda.

La omisión de lo dispuesto en la fracción IX de este artículo no afectará la validez de las actuaciones que lleve a cabo la autoridad fiscal, pero dará lugar a que se finque responsabilidad administrativa al servidor público que incurrió en la omisión.

Artículo 6. Los contribuyentes podrán acceder a los registros y documentos que formen parte de un expediente abierto a su nombre y obren en los archivos administrativos, siempre que tales expedientes correspondan a procedimientos terminados en la fecha de la solicitud.

Artículo 7. Las autoridades deben facilitar al contribuyente en todo momento el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

Las actuaciones de las autoridades que requieran la intervención de los contribuyentes deberán de llevarse a cabo en la forma que resulte menos gravosa para éstos, siempre que ello no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones. 

CAPÍTULO III

DE LA INFORMACIÓN, DIFUSIÓN Y ASISTENCIA AL CONTRIBUYENTE

Artículo 8. Las autoridades deberán prestar a los contribuyentes la asistencia e información necesaria acerca de sus derechos y obligaciones en materia fiscal. 

Las autoridades deberán publicar los textos actualizados de las normas fiscales en sus páginas de internet, así como contestar en forma oportuna las consultas tributarias y no tributarias.

Artículo 9. Las autoridades realizarán campañas de difusión a través de medios de comunicación, para fomentar y generar en la población la cultura contributiva y divulgar los derechos del contribuyente.

Artículo 10. Las autoridades tendrán la obligación de publicar periódicamente instructivos de comprensión accesible, donde se den a conocer a los contribuyentes, de manera clara y explicativa, las diversas formas de pago de las contribuciones.

CAPÍTULO IV

DE LA DEFENSORÍA PARA LA PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LOS 

DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE

Artículo 11. Se crea la Defensoría como un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Finanzas, la cual contará con autonomía técnica, operativa y de decisión, y estará integrada por un Defensor y un Consejo.

La Defensoría tendrá por objeto la protección y la promoción de los derechos del contribuyente y la vigilancia del cumplimiento de esta ley.

Los servicios que por disposición de esta ley brinde la Defensoría, se prestarán gratuitamente bajo los principios de probidad, honradez, profesionalismo y buena fe.

Artículo 12. Los servicios que presta la Defensoría se otorgarán exclusivamente a petición de parte interesada.

Las autoridades y los servidores públicos estatales y municipales que estén relacionados o que posean información o documentos vinculados con el asunto del que conozca la Defensoría, o que por razones de sus funciones o actividades puedan proporcionar información útil, están obligados a atender y enviar puntual y oportunamente, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la información que les requiera la Defensoría y la que sea necesaria para el esclarecimiento de los hechos que se investigan.

Artículo 13. Las autoridades y los servidores públicos estatales y municipales, colaborarán dentro del ámbito de su competencia, con las funciones y las actividades de la Defensoría.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley dará lugar a las sanciones que en ella se establecen y, en su caso, a la responsabilidad administrativa que se derive de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 14. Para el cumplimiento de su objeto, la Defensoría por medio del Defensor o de sus Consejeros tendrá las siguientes atribuciones:

l. Atender y resolver las solicitudes de asesoría y consulta que le presenten los contribuyentes por actos de las autoridades;

II. Representar al contribuyente ante la autoridad correspondiente, promoviendo a su nombre los recursos administrativos procedentes, ejerciendo las acciones a que haya lugar, deduciendo con oportunidad y eficacia los derechos de sus representados, hasta su total resolución;

III. Conocer e investigar las quejas de los contribuyentes afectados por los actos de las autoridades por presuntas violaciones a sus derechos, en los términos de la presente ley y, en su caso, formular recomendaciones públicas no vinculatorias respecto a la legalidad de los actos de dichas autoridades;

IV. Impulsar con las autoridades, una actuación de respeto equidad para con los contribuyentes, así como la disposición de información actualizada que oriente y auxilie a los contribuyentes acerca de sus obligaciones, derechos y medios de defensa de que disponen;

V. Promover el estudio, la enseñanza y la divulgación de las disposiciones fiscales, particularmente las relativas a garantías, elementos del acto administrativo, facultades de las autoridades competentes, procedimientos y medios de defensa al alcance del contribuyente;
VI. Difundir entre la población en general, los servicios que tiene a su cargo y la forma de acceder a estos a través de la página electrónica que tenga establecida;

VII. Imponer las multas en los supuestos y montos que en esta ley se establecen; 

VIII. Recabar y analizar la información necesaria sobre las quejas interpuestas, con el propósito de verificar que las actuaciones de las autoridades estén apegadas a derecho a fin de proponer, en su caso, la recomendación o adopción de las medidas correctivas necesarias, así como denunciar ante las autoridades competentes la posible comisión de delitos, así como de actos que puedan dar lugar a responsabilidad civil o administrativa de las autoridades;

IX. Proponer a las autoridades las modificaciones normativas internas para mejorar la defensa de los derechos y brindarles seguridad jurídica a los contribuyentes;

X. Identificar los problemas de carácter sistémico que ocasionen perjuicios a los contribuyentes, a efecto de proponer a las autoridades las recomendaciones correspondientes;

XI. Emitir opinión sobre la interpretación de las disposiciones fiscales cuando así se lo soliciten las autoridades correspondientes; 

XII. Fomentar y difundir una nueva cultura contributiva realizando campañas de comunicación y difusión social respecto de los derechos y garantías de los contribuyentes, proponiendo mecanismos que alienten a éstos a cumplir voluntariamente con sus obligaciones;

XIII. Proponer a las autoridades correspondientes modificaciones a las disposiciones fiscales, a efecto de que, si lo consideran procedente, se le dé el trámite legal correspondiente;

XIV. La Defensoría, previa celebración de convenios de colaboración con la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, podrá actuar como receptora de quejas que resulten de la competencia de dicho organismo, pudiendo, en todo caso, realizar las actividades que se acuerden;

XV. Celebrar convenios de colaboración con las dependencias del Gobierno del Estado para el cumplimiento de las funciones de la Defensoría y

XVI. Las demás atribuciones que deriven de otros ordenamientos. 

Las quejas que los contribuyentes presenten a la Defensoría, no constituirán recurso administrativo ni medio de defensa alguno.

Las respuestas que emita la Defensoría a los interesados sobre las quejas que hayan presentado, no crean ni extinguen derechos ni obligaciones de los contribuyentes, así como tampoco liberan de responsabilidad a los servidores públicos, por lo que dichas respuestas no podrán ser impugnadas.

La formulación de quejas, así como las resoluciones y recomendaciones que emita la Defensoría, no constituyen instancia y no afectarán el ejercicio de otros derechos y medios de defensa que puedan corresponder a los afectados conforme a las leyes, ni suspenden ni interrumpen sus plazos preclusivos, de prescripción o caducidad, ni afectarán los trámites o procedimientos que lleven a cabo las autoridades. Esta circunstancia deberá señalarse a los interesados en el acuerdo de admisión de la queja.

CAPÍTULO V 

DEL CONSEJO DE LA DEFENSORÍA PARA LA PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN 

DE LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE

SECCIÓN PRIMERA

DEL OBJETO E INTEGRACIÓN 

Artículo 15. El Consejo tiene por objeto establecer las políticas y lineamientos generales para el funcionamiento de la Defensoría.

El Consejo se integra por dos consejeros, y el Defensor, quien lo presidirá. Deliberará de forma colegiada y decidirá los casos por mayoría de votos, y adoptará sus decisiones con plena independencia.

SECCIÓN SEGUNDA

 DE LA DESIGNACIÓN DE LOS CONSEJEROS Y DEFENSOR

Artículo 16. Los Consejeros y el Defensor deben reunir para su designación los siguientes requisitos: 

l. Ser mexicano en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos;

II. Poseer título y cédula profesional de licenciado en alguna carrera afín a la materia tributaria;

III. Contar con experiencia acreditada en materia fiscal, cuando menos por un término de dos años inmediatos anteriores a su designación;

IV. No haber ocupado el cargo de Secretario, Subsecretario, Director General o titular de alguna dependencia en el Gobierno Estatal, ni haber sido funcionario de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza o de algún organismo u órgano que tenga a su cargo la administración de contribuciones, en los últimos tres años previos a su nombramiento;

V. No haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión o por delito patrimonial doloso cualquiera que haya sido la pena, ni encontrarse inhabilitado para ejercer un cargo o comisión en el servicio público, y

VI. Ser de reconocida competencia profesional y honorabilidad.


Artículo 17. Los Consejeros y el Defensor serán designados de forma separada, por el Congreso del Estado, de entre una terna para el Defensor y seis propuestas para los Consejeros, presentadas por el titular del Ejecutivo del Estado, durarán en su encargo cuatro años y podrán ser ratificados para un segundo periodo. Las propuestas del Ejecutivo deberán ser presentadas con 15 días de anticipación a la fecha de terminación del nombramiento, una vez presentadas el Congreso deberá analizar y resolver sobre la ratificación o en su caso el nuevo nombramiento de los consejeros y del defensor, en un término de hasta 15 días posteriores a la conclusión del encargo. 

Los Consejeros y el Defensor sólo podrán ser removidos de sus cargos por causa grave, debidamente justificada. Por causa grave se entenderán aquellas que al efecto determine el reglamento interior. 

Los Consejeros y el Defensor no podrán desempeñar durante el periodo de su encargo, ningún otro cargo público, de elección popular, empleo o comisión, salvo que se trate de actividades estrictamente académicas.

Las ausencias temporales y definitivas de los Consejeros y del Defensor serán suplidas en la forma que determine el reglamento interior. 

SECCIÓN TERCERA

DE LAS ATRIBUCIONES DEL CONSEJO, DE LOS CONSEJEROS Y DEL DEFENSOR

Artículo 18. El Consejo tiene las siguientes atribuciones:

l. Analizar y, en su caso, aprobar el proyecto de presupuesto presentado por el Defensor, a fin de proponerlo al Secretario de Finanzas para que, en los términos de las disposiciones aplicables, lo presente al Congreso del Estado;

II. Fijar lineamientos y aprobar los programas anuales de actividades y las políticas de la Defensoría, así como los lineamientos generales de actuación de éste y del Defensor;

III. Aprobar el proyecto de reglamento interior de la Defensoría, en el que se determinará la estructura y funciones de cada unidad u órgano que la integren, así como el ámbito competencial de cada uno de ellos, y someterlo a consideración del titular de la Secretaría de Finanzas para el trámite procedente;

IV. Evaluar y, en su caso, aprobar el proyecto de informe anual del Defensor, y someterlo a consideración del titular de la Secretaría de Finanzas;

V. Revisar que las áreas jurídicas y unidades administrativas a su cargo, cumplan con los lineamientos emitidos para la prestación de los servicios de asesoría, consulta, representación y defensa, recepción de quejas que soliciten los contribuyentes;

VI. Determinar las bases y lineamientos para la promoción de la cultura contributiva, y

VII. Las demás que se establezcan en esta ley, en el reglamento interior, o en cualquier otra disposición aplicable.

Artículo 19. Los Consejeros tienen las siguientes facultades:

l. Analizar y presentar propuestas para el proyecto de presupuesto.

II. Proponer programas de actividades y las políticas de la Defensoría, así como los lineamientos generales de actuación de ésta;

III. Entregar la información que les corresponda para la integración del proyecto de informe anual del Defensor;
IV. Revisar que las áreas jurídicas y unidades administrativas a su cargo, cumplan con los lineamientos emitidos para la prestación de los servicios de asesoría, consulta, representación y defensa, recepción de quejas que soliciten los contribuyentes;

V. Las establecidas en el artículo 14 de esta Ley, así como las que se otorguen el reglamento interior.

Artículo 20. El Defensor tiene las siguientes facultades:

I. Velar por el cumplimiento de las funciones de la Defensoría; 

II. Ejercer con probidad los recursos presupuestales que se le asignen;

III. Emitir las recomendaciones públicas no vinculantes, así como los acuerdos que resulten de los procedimientos que practique; 

IV. Emitir disposiciones o reglas de carácter general y dictar lineamientos y medidas específicas para la interpretación y aplicación de la normatividad de la Defensoría, así como para el desarrollo y mejor desempeño de sus actividades;

V.  Ejercer la representación legal de la Defensoría y, en su caso, otorgar poderes de representación de la misma, en los términos establecidos en el reglamento interior; 

VI. Elaborar el proyecto de reglamento interior de la Defensoría, así como de cualquier disposición modificatoria al mismo y someterlo a consideración del Consejo; 

VII.  Proveer lo necesario en lo administrativo y en la organización del trabajo de la Defensoría; 

VIII. Elaborar el proyecto de la Carta de los Derechos del Contribuyente dentro del ámbito estatal, y someterlo a aprobación del Consejo a fin de hacerla llegar a las autoridades. 

IX. Procurar y fomentar la cultura contributiva, y

X. Las demás que se determinen en esta ley, el reglamento interior y cualquier otra disposición aplicable.

XI. Las establecidas en los artículos 14 y 19 de esta ley, así como las que se otorguen el reglamento interior.

CAPÍTULO VI

DE LOS SERVICIOS QUE PRESTA LA DEFENSORÍA

SECCIÓN PRIMERA

DEL SERVICIO DE ASESORÍA Y ORIENTACIÓN

Artículo 21. Los procedimientos que se sigan ante la Defensoría deberán ser breves, sin más formalidad que la de precisar con objetividad la pretensión y los datos generales del contribuyente.

En todos los casos que se requiera se levantará acta circunstanciada de las actuaciones de la Defensoría.

Artículo 22.- El servicio de asesoría tiene como objeto atender y desahogar las solicitudes de los contribuyentes respecto de actos de las autoridades que los involucren. En su caso, proporcionar alternativas de solución a los problemas planteados y hacer de su conocimiento el alcance jurídico de aquéllos. 

Artículo 23.- La solicitud de asesoría puede presentarse por el interesado o su representante, en cualquier tiempo, por escrito o comparecencia, en su caso, acompañando la documentación que sea necesaria.
Cuando el asunto planteado requiera mayor análisis para su atención, el asesor lo informará así al solicitante para brindarle la asesoría o las posibles alternativas de solución a su solicitud, en un plazo mayor a 5 días hábiles.

El servicio de asesoría, por regla general, concluye cuando el asunto se remite para su ulterior atención a otra área de la Defensoría. 
Artículo 24. La orientación se prestará cuando las solicitudes formuladas no se encuentren dentro de los supuestos de la competencia de la Defensoría o no se cuente con los elementos necesarios para determinarla.

SECCIÓN SEGUNDA

DEL SERVICIO DE QUEJA

Artículo 25. Las personas podrán acudir a la Defensoría, para hacer de su conocimiento presuntas ilegalidades contra sus derechos, con la finalidad de presentar quejas, directamente o por medio de representante.

Las quejas deberán presentarse por escrito, utilizando para estos efectos cualquier medio, inclusive por la página electrónica que establezca la Defensoría para tal fin, sin perjuicio de que en su oportunidad sean ratificados de manera personal en caso de ser necesario.

Artículo 26. La Defensoría pondrá a disposición del público en general formularios que faciliten los trámites que estén bajo su esfera de atribuciones, en todo caso, deberá orientar y auxiliar a los interesados sobre su contenido y llenado.

En todos los casos que se requiera, se levantará acta circunstanciada de las actuaciones de la Defensoría. 
Artículo 27. La presentación de la queja podrá hacerse en cualquier tiempo, a menos que el acto que se reclame de las autoridades pueda ser objeto de defensa contenciosa por parte de la Defensoría, en este caso, la queja para efectos de la recomendación que se emita deberá presentarse a más tardar dentro de los diez días hábiles siguientes al en que surta efectos la notificación el acto o resolución a impugnarse con el apercibimiento de que, si no se presenta en ese término se tendrá por no presentada. 

Cuando la queja sea notoriamente improcedente o infundada, será rechazada de inmediato, debiendo comunicarse por escrito en el término de cinco días hábiles al quejoso.

Cuando la queja no corresponda a la competencia de la Defensoría, ésta deberá notificar la incompetencia al quejoso, así como la autoridad a la que le compete el asunto, en el término de cinco días hábiles siguientes a la presentación de la queja. 

Cuando los quejosos no puedan identificar a las autoridades o servidores públicos, cuyos actos u omisiones consideren haber afectado sus derechos, el escrito que contenga la queja será admitido, si procede, bajo la condición de que se logre dicha identificación en la investigación posterior de los hechos. 

Si de la presentación de la queja no se deducen los elementos que permitan la intervención de la Defensoría, ésta dentro del término de cinco días hábiles siguientes a su presentación, requerirá al quejoso para que haga la aclaración respectiva, con el apercibimiento de que, si en el término de tres hábiles contados a partir del día siguiente a que surta efectos su notificación, no subsana la omisión requerida, se tendrá por no presentada.

Artículo 28. En caso de ser procedente o habiéndose cumplido los requisitos omitidos, se emitirá acuerdo de admisión dentro de los tres días hábiles siguientes a la presentación de la queja; en dicho acuerdo se requerirá a las autoridades señaladas como responsables para que en el término de cinco días hábiles siguientes al que surta efectos su notificación, rindan un informe sobre los actos que se les atribuyan en la queja.

En casos urgentes y para la mejor eficacia de la notificación, el Defensor o en su caso los Consejeros, podrán ordenar que ésta se realice a las autoridades responsables por la vía electrónica.

En el informe que rindan las autoridades, se deberán hacer constar los antecedentes del asunto, los fundamentos y motivaciones de los actos reclamados, si efectivamente éstos existieron, debiendo acompañar copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

Artículo 29. Para el trámite de la queja cuando se requiera una investigación, la Defensoría tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Solicitar a las autoridades o servidores públicos a los que se imputen violaciones de derechos de los contribuyentes, la presentación del informe a que se refiere el artículo anterior, así como la documentación adicional, y

II. Efectuar todas las demás acciones que conforme a derecho juzgue convenientes para el mejor conocimiento del asunto y acreditamiento de las quejas.   
SECCIÓN TERCERA

DEL SERVICIO DE REPRESENTACIÓN LEGAL Y DEFENSA

Artículo 30. El servicio de representación legal y defensa tiene por objeto garantizar al contribuyente que se vea afectado en sus derechos por actos de las autoridades, la debida interposición de los medios de defensa procedentes y la realización de las acciones de representación legal que se requieran, frente a las mismas autoridades o ante los órganos jurisdiccionales, hasta su total resolución. 

El servicio de representación legal y defensa se proporcionará por los asesores jurídicos desde la asignación del asunto hasta su total conclusión.

Artículo 31. Serán causas de terminación de los servicios sin responsabilidad para la Defensoría las siguientes:

I. 
Cuando, iniciados los servicios de representación legal y defensa se acredite por cualquier medio que la suerte principal del asunto excede de 10,000.00 unidades de medida y actualización (UMA)

II.
Cuando el beneficiario de los servicios respectivos autorice ante las autoridades administrativas o jurisdiccionales que conozcan del asunto a un abogado particular;

III.
Cuando no se cuente con los elementos indispensables para formular la defensa, y

IV.
Cuando por la desatención del contribuyente a los requerimientos durante la tramitación de su asunto, se manifieste su falta de interés en la continuación del servicio.

CAPÍTULO VII

DE LOS ACUERDOS Y RECOMENDACIONES.

Artículo 32. La Defensoría, por medio de sus Consejeros podrá dictar:

l. Acuerdos de trámite, para que las autoridades aporten información o documentación, salvo aquella que la ley considere reservada o confidencial;

II. Recomendaciones no vinculantes para la autoridad o servidor público a la que se dirija, y
III. Acuerdos de no responsabilidad.

Artículo 33. Dentro de los cinco días hábiles siguientes en que la Defensoría termine de recabar pruebas, mayor información o de levantar diligencias adicionales, en caso de ser necesarias, formulará la o las recomendaciones que procedan, analizando los hechos, los argumentos y pruebas, así como los elementos de convicción y las diligencias practicadas, a fin de determinar si las autoridades o servidores han violado o no los derechos de los afectados, al haber incurrido en actos u omisiones ilegales; señalando, en su caso, las prácticas en que hubieren incurrido las autoridades responsables.

En la recomendación se propondrán las medidas correctivas que procedan para la efectiva restitución de los afectados en sus derechos, y si procede, la reparación de los daños y perjuicios que se hubiesen ocasionado.

La Defensoría, en sus actuaciones tomará en cuenta tanto la buena fe que la ley presume en los contribuyentes, como el interés público que existe en la recaudación de las contribuciones, productos o aprovechamientos.

Artículo 34. En caso de que no se comprueben las irregularidades imputadas, la Defensoría en el término de cinco días hábiles, después de recibido el informe de las autoridades responsables, dictará el acuerdo de no responsabilidad.

Artículo 35. La recomendación será pública y no tendrá carácter vinculante para la autoridad o servidor público a los cuales se dirija y, en consecuencia, no podrá por sí misma anular, modificar o dejar sin efecto las resoluciones o actos contra los cuales se hubiese presentado la queja.

Una vez recibida la recomendación, la autoridad o servidor público de que se trate informará, dentro de los cinco días hábiles siguientes al que surta efectos su notificación, de manera fundada y motivada si acepta o no dicha recomendación.

En caso de no aceptar o aceptar parcialmente la recomendación formulada, la Defensoría procederá a representar al contribuyente en la formulación y sustanciación de las acciones que resulten procedentes de acuerdo con esta ley y demás disposiciones aplicables.

En caso de aceptar la recomendación, entregará dentro de los diez días hábiles siguientes, las pruebas que acrediten que ha cumplido con la recomendación. Dicho plazo podrá ser ampliado, por una sola vez, por igual término cuando la naturaleza de la recomendación así lo amerite

En contra de las recomendaciones o acuerdos de la Defensoría no procede ningún recurso.

Artículo 36. La Defensoría estará obligada a entregar las pruebas que resulten necesarias a la autoridad a quien se dirigió una recomendación, con el objeto de que dicha autoridad cuente con los elementos necesarios para cumplimentar, en todo caso, la recomendación de que se trate.

Artículo 37. Las recomendaciones y los acuerdos de no responsabilidad se referirán a casos concretos; las autoridades no podrán aplicarlos a otros casos por analogía o mayoría de razón.

CAPÍTULO VIII

DE LAS SANCIONES

Artículo 38. Los servidores públicos de las autoridades responsables serán sancionados con multa entre cincuenta a mil Unidades de Medida y Actualización (UMA):

l. No rindan el informe requerido en el plazo y términos establecido o no acompañen el total de los documentos a que se refiere el artículo 29 de esta ley, o no entreguen los documentos o no den los datos adicionales solicitados por la Defensoría, dentro de los plazos establecido en esta ley.

II. No informen dentro de los términos a que se refieren los párrafos segundo y cuarto del artículo 35 de esta ley, si en su caso, aceptan o no la recomendación emitida por la Defensoría.

En caso de reincidencia, el servidor público que corresponda, será sujeto a responsabilidad por las causas y conforme a las disposiciones aplicables de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales o Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que pudiere incurrir.

Artículo 39. Dentro de los límites fijados por esta Ley, la Defensoría al imponer multas por la comisión de las infracciones señaladas en el artículo 29, deberán fundar y motivar su resolución y tener en cuenta lo siguiente:

I. Se considerará como agravante el hecho de que el infractor sea reincidente.
 Se da la reincidencia:

a) La segunda o posteriores veces que se sancione al infractor por la comisión de una infracción.
II. También será agravante en la comisión de una infracción, cuando se haga uso de documentos falsos o en los que se hagan constar operaciones inexistentes.
Artículo 40. En caso de reincidencia, el servidor público que corresponda, será sujeto a responsabilidad por las causas y conforme a las disposiciones aplicables de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales o Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que pudiera incurrir.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que por conducto de la Secretaria de Finanzas prevea, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, los recursos humanos y materiales necesarios para el funcionamiento de la Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente.

TERCERO. El Reglamento Interior de la Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente se deberá expedir en un plazo no mayor de treinta días naturales.

Hasta en tanto se emita el reglamento a que se refiere el párrafo que antecede, el Consejo podrá acordar las reglas de funcionamiento bajo las cuales operará.

CUARTO. Se abroga el Reglamento Interior de la Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza número 62, el día 4 de agosto de 2015.

No obstante, lo anterior, este ordenamiento será aplicable en lo que no se oponga al presente decreto hasta en tanto no entre en vigor el nuevo reglamento que se prevé en el transitorio que antecede.

QUINTO. Las personas que desempeñan el cargo de Defensor y Consejeros de la Defensoría para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente continuarán en su encargo hasta su conclusión en los términos en que fueron designados por el Congreso del Estado, sin perjuicio de que puedan ser ratificados una vez terminado su período de conformidad con la ley.

SEXTO. Las autoridades encargadas de la aplicación de esta ley, instrumentarán conjunta o separadamente los mecanismos idóneos para su divulgación.

SÉPTIMO. Se abroga la Ley para la Protección y Promoción de los Derechos del Contribuyente del Estado de Coahuila de Zaragoza publicada el 26 de junio de 2012 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de febrero de 2017.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren
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ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez
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EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.
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ABSTENCIÓN

EN CONTRA




POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús de León Tello


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Elisa Morales Salazar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Cuatro Ciénegas, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $364,000.00 (Trescientos Sesenta y Cuatro Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.
RESULTANDO

ÚNICO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 11 de octubre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, para su estudio, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV y 158-U fracción II, numeral 2, de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 102 fracción II, numeral 3 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los municipios podrán celebrar los convenios y contratos que fueran favorables o necesarios en los distintos ramos de la administración pública municipal, con los Gobierno Federal, Estatal y otros Gobiernos Municipales de la Entidad o de otras Entidades. 

SEGUNDO.  La Ley de Coordinación Fiscal, en su Artículo 9 estipula que:  “Las participaciones que correspondan a las Entidades y los Municipios son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a retención, salvo aquéllas correspondientes al Fondo General de Participaciones, al Fondo de Fomento Municipal y a los recursos a los que se refiere el artículo 4-A, fracción I, de la presente Ley, que podrán ser afectadas en garantía, como fuente de pago de obligaciones contraídas por las Entidades o los Municipios, o afectadas en ambas modalidades, con autorización de las legislaturas locales e inscritas en el Registro Público Único, de conformidad con el Capítulo VI del Título Tercero de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, a favor de la Federación, de las instituciones de Crédito que operen en territorio nacional, así como de las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana.

Los Municipios podrán convenir que la Entidad correspondiente afecte sus participaciones o aportaciones susceptibles de afectación, para efectos de lo establecido en el párrafo anterior de este artículo.”

TERCERO. Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de Cuatro Ciénegas, presento certificación del acta de cabildo aprobada por mayoría con fecha 31 de mayo del año 2016, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $364,000.00 (Trescientos Sesenta y Cuatro Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

CUARTO. Que en certificación de acta de cabildo, también se señala que el Municipio,  autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, para que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

QUINTO.  Que el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece cinco Metas Nacionales, entre las que se encuentra la denominada “Un México en Paz”, con objeto de garantizar el avance de la democracia, la gobernabilidad y la seguridad de su población. Esta meta, busca fortalecer las instituciones mediante el diálogo y la construcción de acuerdos con los actores políticos y sociales, la formación de la ciudadanía y la corresponsabilidad social, el respeto y la protección de los derechos humanos, la erradicación de la violencia de género, el combate a la corrupción y el fomento de una mayor rendición de cuentas, todo ello orientado a la consolidación de una plena democracia. Asimismo, esta meta responde a un nivel de inseguridad que atenta contra la tranquilidad de los mexicanos y que, en ocasiones, ha incrementado los costos de producción de las empresas e inhibido la inversión a largo plazo. La prioridad, en términos de seguridad pública, será abatir los delitos que más afectan a la ciudadanía mediante la prevención del delito y la transformación institucional de las fuerzas de seguridad. En este sentido, se busca disminuir los factores de riesgo asociados a la criminalidad, fortalecer el tejido social y las condiciones de vida para inhibir las causas del delito y la violencia, así como formar policías profesionales, un Nuevo Sistema de Justicia Penal y un sistema de reinserción social para los delincuentes.

Asimismo, la Meta Nacional “Un México en Paz”, dispone que sea imperativo avanzar hacia un Federalismo Articulado en el que todos los órdenes de gobierno asuman corresponsablemente sus funciones, sin que alguien sea marginado de participar en alcanzar los grandes objetivos nacionales. En la construcción de un federalismo articulado, es necesario esclarecer los ámbitos de competencia y de responsabilidad de cada orden de gobierno, profundizando la redistribución de autoridad, responsabilidades y recursos hacia las entidades federativas y municipios, ya que, a través de mecanismos de diálogo y concertación interinstitucional, podremos alcanzar las grandes Metas Nacionales. 

La Ley de Planeación en sus artículos 33 y 37, prevé que el Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la planeación nacional de desarrollo; coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones a la consecución de los objetivos de la planeación nacional, y para las acciones a realizarse por la Federación y los Estados que se planeen de manera conjunta, considerándose en todos los casos la participación que corresponda a los Municipios, así como que el Ejecutivo Federal, por realización de las acciones previstas en el Plan y los programas, con las representación de los grupos sociales o con los particulares interesados. 

El Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, del Estado de Coahuila de Zaragoza, contempla que los temas de seguridad integral, la seguridad física, patrimonial y jurídica son indispensables para el desarrollo de una sociedad. Su viabilidad depende críticamente de que los ciudadanos puedan desempeñar sus actividades con la certeza de que sobre ellos y sus derechos no se cierne amenaza alguna, y que la estrategia en este campo considera que hay ámbitos en los que la inseguridad pública ha tendido a agravarse y a constituirse en uno de los retos a vencer más importantes para el Gobierno del Estado y para la sociedad en su conjunto. Tal inseguridad forma parte, además, de un fenómeno generalizado en el país, como lo sería en el noreste del territorio nacional, del que forman parte importante entidades federativas como Coahuila de Zaragoza. Es así como el Plan busca combatir las causas de la inseguridad, además de sus síntomas. Prevé, para ello, una efectividad coordinación entre las corporaciones de seguridad de los tres órdenes de gobierno y un cambio de énfasis en las medidas de combate a la delincuencia, dando mayor peso a las actividades de inteligencia y al uso de nuevas tecnologías. Con el propósito de fortalecer las acciones de prevención, se incluye una participación más intensa de la población. La lucha para restablecer el orden y la seguridad en Coahuila de Zaragoza, es una prioridad de ese gobierno y más pronto tendrá éxito con la unión de todas las fuerzas políticas, la iniciativa privada, los medios de comunicación, organizaciones de trabajadores y organizaciones sociales, asociaciones religiosas, instituciones educativas y, en general, toda la comunidad. 

Para tal efecto los municipios del Estado, comprometidos con el proyecto, otorgaran el apoyo convenido, para la construcción de instalaciones para una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, con lo que se coadyuva a fortalecer la presencia del Instituto Armado, lo que contribuye a la seguridad de los habitantes de los estados y municipios, así como a reactivar los valores cívicos que fomenten la unión y solidaridad de la región, logrando a la par el cumplimiento de las directrices de la nueva Estrategia de Seguridad Nacional, atendiendo no sólo los efectos de la violencia y el delito, sino especialmente, sus causas para construir el México en paz que tanto anhelamos y que es una meta presidencial.
Dicha obra tendrá un costo aproximado de $470,000,000.00 (Cuatrocientos Setenta Millones de Pesos 00/100 M.N.); por lo que los 38 Municipios del Estado de Coahuila, se compromete a aportar conjuntamente la cantidad de $50,000,000.00 (Cincuenta Millones de Pesos 00/100 M.N.) en un plazo de 10 meses y para materializar las aportaciones de los distintos órdenes de Gobierno se constituirá un “Fideicomiso Público Mixto” en el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, Sociedad Nacional de Crédito.

SEXTO. Estas Comisiones Unidas encontraron que el Municipio de Cuatro Ciénegas, ha cubierto los requisitos necesarios para solicitar la autorización para afectar sus participaciones, logrando así incorporarse al convenio de colaboración y concentración, para llevar a cabo la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, el cual proporciona las herramientas necesarias en materia de seguridad, para satisfacer las aspiraciones e intereses nacionales y generarles un lazo de un unión entre las instituciones de los gobiernos Estatales, Municipales, Empresarios y Sociedad Civil.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, y en atención a lo que dispone el artículo 59 fracción IV de la Constitución Política del Estado, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza, para afectar sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $364,000.00 (Trescientos Sesenta y Cuatro Mil Pesos 00/100 M.N.), en un plazo de 10 meses, para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, a que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 04 de abril de 2017.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Sacramento, Coahuila, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $283,000.00 (Doscientos Ochenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

RESULTANDO

ÚNICO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 11 de octubre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a las Comisiones Unidas de Finanzas y Hacienda, para su estudio, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV y 158-U fracción II, numeral 2, de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 102 fracción II, numeral 3 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los municipios podrán celebrar  los convenios y contratos que fueran favorables o necesarios en los distintos ramos de la administración pública municipal, con los Gobierno Federal, Estatal y otros Gobiernos Municipales de la Entidad o de otras Entidades. 

SEGUNDO.  La Ley de Coordinación Fiscal, en su Artículo 9 estipula que:  “Las participaciones que correspondan a las Entidades y los Municipios son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a retención, salvo aquéllas correspondientes al Fondo General de Participaciones, al Fondo de Fomento Municipal y a los recursos a los que se refiere el artículo 4-A, fracción I, de la presente Ley, que podrán ser afectadas en garantía, como fuente de pago de obligaciones contraídas por las Entidades o los Municipios, o afectadas en ambas modalidades, con autorización de las legislaturas locales e inscritas en el Registro Público Único, de conformidad con el Capítulo VI del Título Tercero de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, a favor de la Federación, de las instituciones de Crédito que operen en territorio nacional, así como de las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana.

Los Municipios podrán convenir que la Entidad correspondiente afecte sus participaciones o aportaciones susceptibles de afectación, para efectos de lo establecido en el párrafo anterior de este artículo.”

TERCERO. Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de Sacramento, presento certificación del acta de cabildo aprobada por mayoría con fecha 20 de mayo del año 2016, mediante el cual solicita que se autorice a dicho municipio a que afecten sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $283,000.00 (Doscientos Ochenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

CUARTO. Que en certificación de acta de cabildo, también se señala que el Municipio,  autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, para que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

QUINTO.  Que el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece cinco Metas Nacionales, entre las que se encuentra la denominada “Un México en Paz”, con objeto de garantizar el avance de la democracia, la gobernabilidad y la seguridad de su población. Esta meta, busca fortalecer las instituciones mediante el diálogo y la construcción de acuerdos con los actores políticos y sociales, la formación de la ciudadanía y la corresponsabilidad social, el respeto y la protección de los derechos humanos, la erradicación de la violencia de género, el combate a la corrupción y el fomento de una mayor rendición de cuentas, todo ello orientado a la consolidación de una plena democracia. Asimismo, esta meta responde a un nivel de inseguridad que atenta contra la tranquilidad de los mexicanos y que, en ocasiones, ha incrementado los costos de producción de las empresas e inhibido la inversión a largo plazo. La prioridad, en términos de seguridad pública, será abatir los delitos que más afectan a la ciudadanía mediante la prevención del delito y la transformación institucional de las fuerzas de seguridad. En este sentido, se busca disminuir los factores de riesgo asociados a la criminalidad, fortalecer el tejido social y las condiciones de vida para inhibir las causas del delito y la violencia, así como formar policías profesionales, un Nuevo Sistema de Justicia Penal y un sistema de reinserción social para los delincuentes.

Asimismo, la Meta Nacional “Un México en Paz”, dispone que sea imperativo avanzar hacia un Federalismo Articulado en el que todos los órdenes de gobierno asuman corresponsablemente sus funciones, sin que alguien sea marginado de participar en alcanzar los grandes objetivos nacionales. En la construcción de un federalismo articulado, es necesario esclarecer los ámbitos de competencia y de responsabilidad de cada orden de gobierno, profundizando la redistribución de autoridad, responsabilidades y recursos hacia las entidades federativas y municipios, ya que, a través de mecanismos de diálogo y concertación interinstitucional, podremos alcanzar las grandes Metas Nacionales. 

La Ley de Planeación en sus artículos 33 y 37, prevé que el Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la planeación nacional de desarrollo; coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones a la consecución de los objetivos de la planeación nacional, y para las acciones a realizarse por la Federación y los Estados que se planeen de manera conjunta, considerándose en todos los casos la participación que corresponda a los Municipios, así como que el Ejecutivo Federal, por realización de las acciones previstas en el Plan y los programas, con las representación de los grupos sociales o con los particulares interesados. 

El Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, del Estado de Coahuila de Zaragoza, contempla que los temas de seguridad integral, la seguridad física, patrimonial y jurídica son indispensables para el desarrollo de una sociedad. Su viabilidad depende críticamente de que los ciudadanos puedan desempeñar sus actividades con la certeza de que sobre ellos y sus derechos no se cierne amenaza alguna, y que la estrategia en este campo considera que hay ámbitos en los que la inseguridad pública ha tendido a agravarse y a constituirse en uno de los retos a vencer más importantes para el Gobierno del Estado y para la sociedad en su conjunto. Tal inseguridad forma parte, además, de un fenómeno generalizado en el país, como lo sería en el noreste del territorio nacional, del que forman parte importante entidades federativas como Coahuila de Zaragoza. Es así como el Plan busca combatir las causas de la inseguridad, además de sus síntomas. Prevé, para ello, una efectividad coordinación entre las corporaciones de seguridad de los tres órdenes de gobierno y un cambio de énfasis en las medidas de combate a la delincuencia, dando mayor peso a las actividades de inteligencia y al uso de nuevas tecnologías. Con el propósito de fortalecer las acciones de prevención, se incluye una participación más intensa de la población. La lucha para restablecer el orden y la seguridad en Coahuila de Zaragoza, es una prioridad de ese gobierno y más pronto tendrá éxito con la unión de todas las fuerzas políticas, la iniciativa privada, los medios de comunicación, organizaciones de trabajadores y organizaciones sociales, asociaciones religiosas, instituciones educativas y, en general, toda la comunidad. 

Para tal efecto los municipios del Estado, comprometidos con el proyecto, otorgaran el apoyo convenido, para la construcción de instalaciones para una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, con lo que se coadyuva a fortalecer la presencia del Instituto Armado, lo que contribuye a la seguridad de los habitantes de los estados y municipios, así como a reactivar los valores cívicos que fomenten la unión y solidaridad de la región, logrando a la par el cumplimiento de las directrices de la nueva Estrategia de Seguridad Nacional, atendiendo no sólo los efectos de la violencia y el delito, sino especialmente, sus causas para construir el México en paz que tanto anhelamos y que es una meta presidencial.
Dicha obra tendrá un costo aproximado de $470,000,000.00 (Cuatrocientos Setenta Millones de Pesos 00/100 M.N.); por lo que los 38 Municipios del Estado de Coahuila, se compromete a aportar conjuntamente la cantidad de $50,000,000.00 (Cincuenta Millones de Pesos 00/100 M.N.) en un plazo de 10 meses y para materializar las aportaciones de los distintos órdenes de Gobierno se constituirá un “Fideicomiso Público Mixto” en el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, Sociedad Nacional de Crédito.

SEXTO. Estas Comisiones Unidas encontraron que el Municipio de Sacramento, ha cubierto los requisitos necesarios para solicitar la autorización para afectar sus participaciones, logrando así incorporarse al convenio de colaboración y concentración, para llevar a cabo la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales, el cual proporciona las herramientas necesarias en materia de seguridad, para satisfacer las aspiraciones e intereses nacionales y generarles un lazo de un unión entre las instituciones de los gobiernos Estatales, Municipales, Empresarios y Sociedad Civil.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, y en atención a lo que dispone el artículo 59 fracción IV de la Constitución Política del Estado, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Sacramento, Coahuila de Zaragoza, para afectar sus Participaciones y/o Aportaciones Federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $283,000.00 (Doscientos Ochenta y Tres Mil Pesos 00/100 M.N.), en un plazo de 10 meses, para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el Convenio de Colaboración y Concertación entre el Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de la Defensa Nacional, los Gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 Municipios del Estado representados por el Presidente Municipal de San Pedro Coahuila, así como diversas Cámaras y Organizaciones Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el Municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las Instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, Tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Tesorero Municipal, a que concurran a la suscripción del convenio en el que se afecten sus participaciones y/o aportaciones federales con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normatividad Federal y Estatal sobre la materia, por la cantidad antes señalada, recursos que serán destinados al pago de las obligaciones económicas contraídas.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 04 de abril de 2017.
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	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús de León Tello


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Elisa Morales Salazar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, mediante el cual solicita la celebración de un Contrato de Proyecto de Prestación de Servicios entre el “Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza” y la “Empresa NL TECHNOLOGIES S.A. DE C.V.”, para la renovación del sistema de alumbrado público municipal por equipos con tecnología LED, por una vigencia de hasta 20 años.
RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 29 de marzo de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

SEGUNDO. Dentro de lo establecido por el Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza con respecto a una nueva ruta de Desarrollo Económico, se estableció la necesidad de buscar ventajas competitivas para promover el uso de energías económicas, por lo que es necesario contar con nuevas fuentes para abastecer el servicio de energía, con la renovación del sistema de alumbrado público municipal por equipos con tecnología LED.

TERCERO.  Que la iniciativa en comento se sustentó en la siguiente exposición de motivos:
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Finanzas es competente y se encuentra facultada para emitir la autorización para la celebración de un Contrato de Proyecto de Prestación de Servicios entre el “Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza” y la “Empresa NL TECHNOLOGIES S.A. DE C.V.”, para la renovación del sistema de alumbrado público municipal, por una vigencia de hasta 20 años, de conformidad con los artículos 9, 10, 11, 12 y 13 de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, así como el artículo 91 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. - Que según consta en el acta de Cabildo número 341 de fecha 30 de enero de 2017, el Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza; derivado de la Licitación Pública NO. LA-MRA-001-2016, resultó ganadora la empresa “NL TECHNOLOGIES S.A. de C.V.”, para llevar a cabo la renovación del sistema de alumbrado público en el Municipio de Ramos Arizpe, bajo la figura de Proyecto de Prestación de Servicios, hasta por un plazo de veinte años. 

TERCERO. - Que la empresa “NL Technologies S.A. de C.V.”, contempló en su Propuesta Técnica, la sustitución de 10,000 (diez mil) luminarias que actualmente se encuentran operando en la zona urbana y rural del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila; para ser remplazadas por equipos con tecnología LED, que cumplen con la certificación NOM-031-ENER-2012, por lo que cuentan con una alta eficiencia energética, son sustentables con el medio ambiente y que además, forma parte del Contrato de Proyecto de Prestación de Servicios celebrado entre ambas partes.
Que adicionalmente a lo anterior, dentro de la referida propuesta y como obligación actual de la empresa “NL Technologies S.A. de C.V.”, se encuentra instalar 100 (cien) luminarias equipadas tecnológicamente con cámara de vigilancia y señal de internet WIFI; para ser operadas por la Dirección de Seguridad Pública Municipal. 
Que, para garantizar un mejor servicio a la ciudadanía, la empresa “NL Technologies S.A. de C.V.” se encuentra obligada a establecer un Call Center para la recepción de quejas y reportes de fallas en el servicio; mismas que deberán resolverse en un plazo máximo de setenta y dos horas para la zona urbana, y de cinco días en el área rural.
Que la obligación del pago de la contraprestación al inversionista proveedor, “NL TECHNOLOGIES S.A. de C.V.”, por parte del R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, será exigible hasta que la empresa efectúe la sustitución total de las 10,000 (diez mil) luminarias que actualmente se encuentran operando en la zona urbana y rural del Municipio de Ramos Arizpe, a entera satisfacción de este último.     
CUARTO. – Posteriormente a la autorización de este dictamen, que, como mecanismo de garantía de pago oportuno del mencionado Proyecto de Prestación de Servicios para la renovación del sistema de alumbrado público municipal, se celebrará un contrato de mandato irrevocable entre la empresa “NL TECHNOLOGIES S.A. de C.V.”; el R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila y la Secretaria de Finanzas del Estado, para garantizar con las participaciones presentes y futuras que en ingresos federales le correspondan al Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, del Ramo 28, hasta por un monto mensual de $2,000,000.00 (dos millones de pesos 00/100 m.n.) más accesorios financieros, el mandato se utilizará en caso de incumplimiento y solamente para atender aquella mensualidad que hubiera quedado pendiente de pago. 
QUINTO. - Que la Secretaría de Finanzas emitió opinión favorable mediante oficio número SEFIN/SSIC/032/2017, en el que manifiesta: “Por lo anterior, se concluye que el Proyecto de Modernización de Alumbrado Público cumple con los requisitos establecidos en la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que se emite opinión favorable por parte de esta Secretaría de Finanzas para que sea sometido a la autorización del Congreso del Estado….”
SEXTO. - Que el plazo del contrato será de hasta 20 años, y que rebasa el número de años de la presente administración Municipal, lo que hace necesaria la autorización del H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, según el artículo 302 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza. 
SÉPTIMO. - Que en el contrato deberán especificarse, todos y cada uno de los términos y condiciones señaladas por el artículo 25 de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, así mismo se deberá cumplir con los requisitos que marca la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, el Reglamento del Registro Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios y demás aplicables.

OCTAVO. – Que, esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Ramos Arizpe, ha cubierto los requisitos necesarios para conceder el acuerdo, otorgando así la posibilidad de que dicho municipio celebre un contrato de Proyecto para Prestaciones de Servicio, el cual otorgará un beneficio social y económico al municipio. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, por conducto de su Presidente Municipal, Tesorero Municipal, Secretario del Ayuntamiento y Síndico de Mayoría a celebrar con la empresa “NL TECHNOLOGIES S.A. DE C.V.” un Contrato de Proyecto para Prestación de Servicios, con objeto de que se lleve a cabo la renovación del sistema de alumbrado público municipal por equipos con tecnología LED, por una vigencia de hasta 20 años. 
ARTÍCULO SEGUNDO. - De acuerdo con los términos y condiciones que se establecerán en el contrato respectivo y a cambio de una contraprestación, por una vigencia de hasta 20 años contados a partir de la fecha de suscripción del contrato señalado, conforme a lo establecido por los Artículos 9 al 13 de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para la celebración del Contrato de Proyecto de Prestación de Servicios para Alumbrado Público, se deberán seguir los procedimientos de adjudicación previstos en la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, así mismo se deberá cumplir con los requisitos que marca la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, el Reglamento del Registro Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios y demás aplicables.
ARTÍCULO TERCERO.  El presente contrato de Proyecto para Prestación de Servicios, se suscribirá por las partes en forma definitiva, una vez que sea expedida la autorización correspondiente por este H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. Lo anterior, en el entendido que el contenido y alcances del presente contrato, no podrá modificarse en su versión definitiva, sin que exista previo acuerdo entre ambas partes, y se someta a consideración del H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, para que autorice las modificaciones correspondientes.
ARTÍCULO CUARTO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 10 de abril de 2017.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
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	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie total de 234.36 M2., ubicado en el fraccionamiento “Fidel Velázquez” de esa ciudad, a favor de la C. Hilda Yolanda López Mandujano, con objeto de que sea compensada por justicia social por la pérdida de su patrimonio y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, el cual fue desincorporado con Decreto número 605 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 13 de diciembre de 2016.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 de febrero de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 30 de enero de 2017, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie total de 234.36 M2., ubicado en el fraccionamiento “Fidel Velázquez” de esa ciudad, a favor de la C. Hilda Yolanda López Mandujano, el cual fue desincorporado con Decreto número 605 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 13 de diciembre de 2016.

Dicha superficie se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 234.36 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

	EST
	PV
	
	
	
	Y
	X

	
	
	
	
	A
	1,524.2070
	2,287.1920

	A
	B
	S 01°59’31.07”E
	20.618
	B
	1,503.6012
	2,287.9087

	B
	C
	N 78°01’04.91”O
	19.426
	C
	1,507.6341
	2,268.9061

	C
	D
	N 42°17’54.38”E
	9.815
	D
	1,514.8938
	2,275.5116

	D
	E
	N 33°56’52.57”E
	10.010
	E
	1,523.1976
	2,281.1016

	E
	F
	N 31°57’35.87”E
	2.555
	F
	1,525.3651
	2,282.4540

	F
	A
	S 76°15’51.18”E
	4.878
	A
	1,524.2070
	2,287.1920


El inmueble colinda al Norte con calle Congreso del Trabajo, al Sur colinda con la sub-estación eléctrica de la Comisión Federal de Electricidad (C.F.E.), al Oriente colinda con la sub-estación eléctrica de la Comisión Federal de Electricidad (C.F.E.), al Poniente colinda con la calle Congreso del Estado.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 48384, Libro 484, Sección I, de fecha 05 de noviembre de 1997.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de compensar por justicia social por la pérdida de su patrimonio y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Ramos Arizpe, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando se formalice el inmueble y así la posibilidad de garantizar la regularización de la tenencia de la tierra, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie total de 234.36 M2., ubicado en el fraccionamiento “Fidel Velázquez” de esa ciudad, a favor de la C. Hilda Yolanda López Mandujano, el cual fue desincorporado con Decreto número 605 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 13 de diciembre de 2016.

Dicha superficie se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 234.36 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS

	EST
	PV
	
	
	
	Y
	X

	
	
	
	
	A
	1,524.2070
	2,287.1920

	A
	B
	S 01°59’31.07”E
	20.618
	B
	1,503.6012
	2,287.9087

	B
	C
	N 78°01’04.91”O
	19.426
	C
	1,507.6341
	2,268.9061

	C
	D
	N 42°17’54.38”E
	9.815
	D
	1,514.8938
	2,275.5116

	D
	E
	N 33°56’52.57”E
	10.010
	E
	1,523.1976
	2,281.1016

	E
	F
	N 31°57’35.87”E
	2.555
	F
	1,525.3651
	2,282.4540

	F
	A
	S 76°15’51.18”E
	4.878
	A
	1,524.2070
	2,287.1920


El inmueble colinda al Norte con calle Congreso del Trabajo, al Sur colinda con la sub-estación eléctrica de la Comisión Federal de Electricidad (C.F.E.), al Oriente colinda con la sub-estación eléctrica de la Comisión Federal de Electricidad (C.F.E.), al Poniente colinda con la calle Congreso del Estado.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 48384, Libro 484, Sección I, de fecha 05 de noviembre de 1997.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de compensar por justicia social por la pérdida de su patrimonio y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 04 de abril de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 
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	Dip. Verónica Martínez García
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	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR
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EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por la Secretaria del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie total de 1,064.00 M2., ubicado en el fraccionamiento “Lomas del Refugio” de esta ciudad, a favor de la “Parroquia de Nuestra Señora de Atocha en Saltillo, Coahuila A.R.”, con objeto de que se lleve a cabo la construcción del templo, el cual fue desincorporado con Decreto número 142 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 15 de septiembre de 2015.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 05 de octubre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 30 de agosto de 2016, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie total de 1,064.00 M2., ubicado en el fraccionamiento “Lomas del Refugio” de esta ciudad, a favor de la “Parroquia de Nuestra Señora de Atocha en Saltillo, Coahuila A.R.”, el cual fue desincorporado con Decreto número 142 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 15 de septiembre de 2015.

El inmueble antes mencionado se identifica en la manzana 63 con una superficie de 1,064.00 M2., del Fraccionamiento Lomas del Refugio y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 28.00 metros y colinda con calle Privada El Rosario.

Al Sur:

mide 28.00 metros y colinda con calle El Salvador.

Al Oriente:

mide 38.00 metros y colinda con calle Nueva Concepción.

Al Poniente:

mide 38.00 metros y colinda con calle El Rosario.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 180990, Libro 1810, Folio 151042, Sección I, de fecha 23 de enero de 2007.
TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto es llevar a cabo la construcción del templo. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Satillo, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando se formalice el inmueble y así la posibilidad de garantizar que cumpla su objetivo dicha Asociación, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie total de 1,064.00 M2., ubicado en el fraccionamiento “Lomas del Refugio” de esta ciudad, a favor de la “Parroquia de Nuestra Señora de Atocha en Saltillo, Coahuila A.R.”, el cual fue desincorporado con Decreto número 142 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 15 de septiembre de 2015.

El inmueble antes mencionado se identifica en la manzana 63 con una superficie de 1,064.00 M2., del Fraccionamiento Lomas del Refugio y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 28.00 metros y colinda con calle Privada El Rosario.

Al Sur:

mide 28.00 metros y colinda con calle El Salvador.

Al Oriente:

mide 38.00 metros y colinda con calle Nueva Concepción.

Al Poniente:

mide 38.00 metros y colinda con calle El Rosario.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 180990, Libro 1810, Folio 151042, Sección I, de fecha 23 de enero de 2007.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto es llevar a cabo la construcción del templo. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de marzo de 2017. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 2,560.00 M2., ubicada en la colonia Evaristo Pérez Arreola de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel preescolar,  el cual fue desincorporado con Decreto número 439 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 27 de mayo de 2016.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 14 de marzo de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 17 de febrero de 2017, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 2,560.00 M2., ubicada en la colonia Evaristo Pérez Arreola de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 439 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 27 de mayo de 2016.

El inmueble antes mencionado se identifica como lote único, ubicado en la manzana 261, de la colonia Evaristo Pérez Arreola de esta ciudad, con una superficie de 2,560.00 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 80.00 metros y colinda con calle de Las Palmas.

Al Sur:

mide 80.00 metros y colinda con calle de Las Maravillas.

Al Este:

mide 32.00 metros y colinda con calle del Álamo.

Al Oeste:
mide 32.00 metros y colinda con calle de Los Sabinos.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 83, Libro 1, Sección IX, de fecha 12 de diciembre de 2013.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel preescolar. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Saltillo, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando se formalice el inmueble y así la posibilidad de garantizar educación para la población de este municipio, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 2,560.00 M2., ubicada en la colonia Evaristo Pérez Arreola de esta ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza para ser destinado a la Secretaría de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 439 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 27 de mayo de 2016.

El inmueble antes mencionado se identifica como lote único, ubicado en la manzana 261, de la colonia Evaristo Pérez Arreola de esta ciudad, con una superficie de 2,560.00 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 80.00 metros y colinda con calle de Las Palmas.

Al Sur:

mide 80.00 metros y colinda con calle de Las Maravillas.

Al Este:

mide 32.00 metros y colinda con calle del Álamo.

Al Oeste:
mide 32.00 metros y colinda con calle de Los Sabinos.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 83, Libro 1, Sección IX, de fecha 12 de diciembre de 2013.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel preescolar. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 4 de abril de 2017. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 4,717.50 M2., ubicado en el fraccionamiento “Unidad Habitacional Magisterio Sección 38” de esa ciudad, a favor de la Asociación Religiosa “La Parroquia de San José Obrero en Torreón A.R.”, con objeto que se lleven a cabo la construcción de un templo religioso.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 01 de septiembre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 301, 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 13 de julio de 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 4,717.50 M2., ubicado en el fraccionamiento “Unidad Habitacional Magisterio Sección 38” de esa ciudad, a favor de la Asociación Religiosa “La Parroquia de San José Obrero en Torreón A.R.”.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de terreno de la manzana s/n del fraccionamiento “Unidad Habitacional Magisterio Sección 38” de esa ciudad, con una superficie de 4,717.50 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nor-oriente:
mide 85.00 metros y colinda con calle Profesor Severiano Calderón González.

Al Sur-poniente:
mide 85.00 metros y colinda con fracción de terreno de la misma manzana.

Al Nor-poniente:
mide 55.50 metros y colinda con calle Profesor José Lázaro Vázquez Ramos.

Al Sur-oriente:
mide 55.50 metros y colinda con calle Profesor Alejandro Casas Martínez.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 424, Foja 124, Libro 40-A, Sección I, de fecha 27 de junio de 2000.
QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto que se lleven a cabo la construcción de un templo religioso, el cual se deberá construir y utilizar en el término de un año, a partir de que se formalice legalmente el contrato de comodato. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindido el contrato de comodato y el predio será reintegrado al Municipio.

SEXTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia del comodato del acuerdo a la superficie en mención, logrando así la posibilidad de realizar la construcción del templo religioso, garantizando que se cumpla con el objetivo de la Asociación Religiosa, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 4,717.50 M2., ubicado en el fraccionamiento “Unidad Habitacional Magisterio Sección 38” de esa ciudad, a favor de la Asociación Religiosa “La Parroquia de San José Obrero en Torreón A.R.”.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de terreno de la manzana s/n del fraccionamiento “Unidad Habitacional Magisterio Sección 38” de esa ciudad, con una superficie de 4,717.50 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nor-oriente:
mide 85.00 metros y colinda con calle Profesor Severiano Calderón González.

Al Sur-poniente:
mide 85.00 metros y colinda con fracción de terreno de la misma manzana.

Al Nor-poniente:
mide 55.50 metros y colinda con calle Profesor José Lázaro Vázquez Ramos.

Al Sur-oriente:
mide 55.50 metros y colinda con calle Profesor Alejandro Casas Martínez.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 424, Foja 124, Libro 40-A, Sección I, de fecha 27 de junio de 2000.
ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto que se lleven a cabo la construcción de un templo religioso, el cual se deberá construir y utilizar en el término de un año, a partir de que se formalice legalmente el contrato de comodato. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindido el contrato de comodato y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la celebración del contrato de comodato correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice el contrato de comodato que se autoriza, en el lapso de veinticuatro meses a partir de la fecha de publicación del presente Decreto, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de la operación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en el contrato correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 04 de abril de 2017. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 800.00 M2., ubicado en el “Parque Industrial Oriente” de esa ciudad, a favor de la Asociación Civil “PROJULAB Promoción y Justicia Laboral A.C.”, con objeto que se lleve a cabo la construcción de las instalaciones adecuadas que brinden un espacio físico de integración a la sociedad y con esto se cumpla con su objeto social de dicha asociación.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 1 de septiembre de 2016, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 301, 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 13 de julio de 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 800.00 M2., ubicado en el “Parque Industrial Oriente” de esa ciudad, a favor de la Asociación Civil “PROJULAB Promoción y Justicia Laboral A.C.”.

El inmueble antes mencionado se identifica como manzana sin número del fraccionamiento “Parque Industrial Oriente”, de esa ciudad, con una superficie de 800.00 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 25.00 metros y colinda con calle Finanzas.

Al Sur:

mide 25.00 metros y colinda con calle Metalmecánica.

Al Oeste:

mide 32.00 metros y colinda con calle Electrónica.

Al Este:

mide 32.00 metros y colinda con calle del Marmol.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 918, Folio 57, Libro 39, Sección I, de fecha 01 de octubre de 1999.
QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto que se lleve a cabo la construcción de las instalaciones adecuadas que brinden un espacio físico de integración a la sociedad y con esto se cumpla con su objeto social de dicha asociación. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindido el contrato de comodato y el predio será reintegrado al Municipio.

SEXTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia del comodato del acuerdo a la superficie en mención, logrando así la posibilidad de formalizar su posesión, realizar la construcción para brindar un espacio físico de integración a la sociedad, impulse la productividad de los adultos mayores, personas con discapacidad y comunidad en general, garantizando que se cumpla con su objeto social, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 800.00 M2., ubicado en el “Parque Industrial Oriente” de esa ciudad, a favor de la Asociación Civil “PROJULAB Promoción y Justicia Laboral A.C.”.

El inmueble antes mencionado se identifica como manzana sin número del fraccionamiento “Parque Industrial Oriente”, de esa ciudad, con una superficie de 800.00 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 25.00 metros y colinda con calle Finanzas.

Al Sur:

mide 25.00 metros y colinda con calle Metalmecánica.

Al Oeste:

mide 32.00 metros y colinda con calle Electrónica.

Al Este:

mide 32.00 metros y colinda con calle del Mármol.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 918, Folio 57, Libro 39, Sección I, de fecha 01 de octubre de 1999.
ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto que se lleve a cabo la construcción de las instalaciones adecuadas que brinden un espacio físico de integración a la sociedad y con esto se cumpla con su objeto social de dicha asociación. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindido el contrato de comodato y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la celebración del contrato de comodato correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice el contrato de comodato que se autoriza, en el lapso de veinticuatro meses a partir de la fecha de publicación del presente Decreto, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de la operación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en el contrato correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de marzo de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA
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